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      AMNISTÍA INTERNACIONAL


       


      Amnistía Internacional es un movimiento global integrado por más de 3 millones de simpatizantes, miembros y activistas que trabajan en favor del respeto y la protección de los principios de derechos humanos internacionalmente reconocidos. La visión de Amnistía Internacional es la de un mundo en el que todas las personas disfrutan de todos los derechos humanos proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en otras normas internacionales de derechos humanos.


       


      La misión de Amnistía Internacional consiste en realizar labores de investigación y acción centradas en impedir y poner fin a los abusos graves contra todos los derechos humanos –civiles, políticos, sociales, culturales y económicos–. Tanto la libertad de expresión y asociación como la integridad física y mental, tanto la protección frente a la discriminación como el derecho a la vivienda: todos son derechos indivisibles.


       


      Amnistía Internacional se financia en gran medida con las contribuciones de su membresía y con donativos. No solicita ni acepta contribuciones de gobiernos para realizar su labor de investigación y campaña en torno a los abusos contra los derechos humanos. Es independiente de todo gobierno, ideología política, interés económico y credo religioso.


       


      Amnistía Internacional es un movimiento democrático cuyas decisiones fundamentales sobre políticas las toma en sus reuniones bienales el Consejo Internacional, compuesto por representantes de todas las Secciones de la organización. El Consejo designa a un Comité Ejecutivo Internacional que lleva a la práctica sus decisiones. Las personas que componen el Comité Ejecutivo Internacional son: Bernard Sintobin (Bélgica, habla flamenca, tesorero internacional), Euntae Go (Corea del Sur), Guadalupe Rivas (México, vicepresidenta), Julio Torales (Paraguay), Nicole Bieske (Australia), Pietro Antonioli (Italia, presidente), Rune Arctander (Noruega), Sandra S. Lutchman (Países Bajos) y Zuzanna Kulinska (Polonia).


       


       


      Unidos contra la injusticia, trabajamos juntos por los derechos humanos.


       


       


      NOTA SOBRE LA EDICIÓN EN ESPAÑOL DEL INFORME 2012


      Por lo general, las citas de organizaciones internacionales que aparecen en el texto son la versión oficial en español, pero no siempre ha sido posible localizarlas, como ocurre en ocasiones con las del Comité de Derechos Humanos de la ONU o el Tribunal Europeo. Asimismo, hay casos en que de ningún modo hay versión oficial en español, como sucede con las de la Comisión Africana o el Consejo de Europa, al no tener estas organizaciones el español como lengua de trabajo. En ambos, EDAI ha traducido al español, entrecomilladas, sus citas.
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      PREFACIO


       


       


       


      “SI ME SUCEDE ALGO, SEPAN QUE EL RÉGIMEN NO TEME A LOS PRESOS, SINO A QUIENES NO LOS OLVIDAN.”


      Razan Ghazzawi, bloguera siria, detenida durante 15 días en Siria en diciembre de 2011


       


       


      El Informe 2012 de Amnistía Internacional documenta el estado de los derechos humanos en el mundo durante 2011. En cinco perspectivas regionales y un análisis individualizado de 155 países y territorios, el informe muestra cómo el eco de las demandas de derechos humanos continuó resonando en todos los rincones del planeta.


       


      Millones de personas salieron a las calles de sus pueblos y ciudades, en un torrente de esperanza por lograr justicia y libertad. Ni la represión más brutal consiguió silenciar las peticiones cada vez más urgentes para acabar con la tiranía, pues la gente demostró que ya no seguía dispuesta a soportar sistemas de gobierno no cimentados en la rendición de cuentas, la transparencia, la justicia y la promoción de la igualdad.


       


      La resistencia a la injusticia y la represión adoptó numerosas formas, y a menudo sirvió de inspiración para actos de enorme valor y resolución llevados a cabo por comunidades y personas que se enfrentaban a obstáculos aparentemente insalvables. Ante la indiferencia, las amenazas y los ataques, los defensores y las defensoras de los derechos humanos entablaron acciones judiciales en los ámbitos nacional e internacional para acabar con la impunidad arraigada y la discriminación endémica.


       


      Este informe refleja un planteamiento para atajar los abusos contra los derechos humanos basado en los retos y las oportunidades para el cambio. En un momento en que Amnistía Internacional se adentra en su sexta década, este informe no sólo da testimonio de las dificultades de quienes viven sumidos en la oscuridad de las violaciones de los derechos humanos, sino también de las personas a quienes la dignidad humana les sigue sirviendo de inspiración para actuar.

    

  


  
    
      DATOS ESTADÍSTICOS


       


       


       


      En el recuadro de información básica que abre cada apartado de país se incluyen datos estadísticos extraídos de las siguientes fuentes:


       


      Todos los datos relativos a la esperanza de vida y alfabetización de la población adulta se han tomado del Informe sobre Desarrollo Humano 2011 del Programa de la ONU para el Desarrollo (PNUD), que puede consultarse en http://hdr.undp.org/en/media/HDR_2011_ES_Complete.pdf.


       


      Los datos más recientes de los que se dispone son los de esperanza de vida al nacer (2011) y tasa de alfabetización de adultos (porcentaje de personas mayores de 15 años, 2005-2010). Para obtener información adicional, puede consultarse el sitio web del PNUD o www.uis.unesco.org.


       


      Para calcular el índice de desarrollo humano, el PNUD ha estimado que la tasa de alfabetización de algunos de los países encuadrados en el grupo de países con un “desarrollo humano alto” es del 99 por ciento. En dichos casos se ha omitido el dato del recuadro de información básica.


       


      Todos los datos relativos a la población corresponden a cifras de 2011 y los relativos a la tasa de mortalidad de menores de 5 años, a cifras de 2009. En ambos casos se han tomado del informe Estado de la Población Mundial 2011 del Fondo de Población de la ONU (UNFPA), que puede consultarse en http://www.unfpa.org/webdav/site/global/shared/documents/SWP_2011/SP-SWOP2011.pdf.


       


      Los datos de población se ofrecen únicamente a modo de indicación del número de personas que se ven afectadas por los asuntos que se describen en este informe. Amnistía Internacional reconoce las limitaciones de dichas cifras y no se pronuncia con respecto a cuestiones como los territorios en disputa o la inclusión o exclusión de determinados grupos de población.


       


      En algunos de los países que figuran en este informe falta la referencia a parte o a la totalidad de los indicadores citados. La omisión de esos datos se debe a diversas razones, entre ellas la ausencia de información en las listas de la ONU mencionadas anteriormente.


       


      Los datos estadísticos que se citan en este informe son los más recientes en el momento de la impresión de la obra y su única finalidad es proporcionar contexto. Debido a diferencias en la metodología utilizada y el periodo que abarcan los datos subyacentes, las comparaciones entre países deben realizarse con la debida prudencia.

    

  


  
    
      ABREVIATURAS


       


       


       


      
        
          
          
        

        
          	
            ACNUR

          

          	
            Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados

          
        


        
          	
            ASEAN

          

          	
            Asociación de Naciones del Sudeste Asiático

          
        


        
          	
            CEDAW

          

          	
            Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer

          
        


        
          	
            CEDEAO

          

          	
            Comunidad Económica de Estados del África Occidental

          
        


        
          	
            CIA

          

          	
            Agencia Central de Inteligencia

          
        


        
          	
            Comité Europeo para la Prevención de la Tortura

          

          	
            Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes

          
        


        
          	
            Convención de la ONU contra la Tortura

          

          	
            Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes

          
        


        
          	
            Convenio Europeo de Derechos Humanos

          

          	
            Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales

          
        


        
          	
            FAO

          

          	
            Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación

          
        


        
          	
            LGBT

          

          	
            Lesbianas, gays, bisexuales y personas transgénero

          
        


        
          	
            OEA

          

          	
            Organización de los Estados Americanos

          
        


        
          	
            OIT

          

          	
            Organización Internacional del Trabajo

          
        


        
          	
            OMS

          

          	
            Organización Mundial de la Salud

          
        


        
          	
            ONG

          

          	
            Organización No Gubernamental

          
        


        
          	
            ONU

          

          	
            Naciones Unidas

          
        


        
          	
            OSCE

          

          	
            Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa

          
        


        
          	
            OTAN

          

          	
            Organización del Tratado del Atlántico Norte

          
        


        
          	
            PNUD

          

          	
            Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo

          
        


        
          	
            Relator especial sobre la libertad de expresión

          

          	
            Relator especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y expresión

          
        


        
          	
            Relator especial sobre la tortura

          

          	
            Relator especial sobre la cuestión de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

          
        


        
          	
            Relator especial sobre los pueblos indígenas

          

          	
            Relator especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas

          
        


        
          	
            Relatora especial sobre la violencia contra la mujer

          

          	
            Relatora especial sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias

          
        


        
          	
            UE

          

          	
            Unión Europea

          
        


        
          	
            UNESCO

          

          	
            Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura

          
        


        
          	
            UNICEF

          

          	
            Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
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      ÁFRICA


       


       


       


       


      Tal vez éste sea el año en que se respete la libertad de expresión y asociación. […] Tal vez éste sea el año en que los etíopes dejen de ser encarcelados por sus convicciones políticas.


       


      Eskinder Nega, periodista y ex preso de conciencia etíope, en un discurso sobre la libertad de prensa pronunciado la víspera del Año Nuevo etíope, en septiembre de 2011; unos días después había sido detenido y acusado formalmente de terrorismo y traición


       


       


      Los movimientos populares del norte de África tuvieron eco en la población del África subsahariana, de manera especial en los países con gobiernos represivos. Sindicalistas, estudiantes y políticos de oposición se animaron a organizar manifestaciones. La gente salió a la calle debido a sus aspiraciones políticas, su búsqueda de una mayor libertad y su profunda frustración con una vida de pobreza. Protestaba contra su desesperada situación social y económica y contra el alza del costo de la vida.


      Muchos de los factores subyacentes a los levantamientos del norte de África y de Oriente Medio existían también en otras partes de África. Uno de ellos era la existencia de gobernantes autoritarios, que llevaban decenios en el poder y recurrían al aparato de seguridad para reprimir la disidencia. La pobreza y la corrupción eran fenómenos generalizados, faltaban libertades básicas y era frecuente que hubiera grandes grupos marginados del resto de la sociedad. La brutal represión de las manifestaciones de 2011 ilustró lo poco que aprendieron los dirigentes políticos de la región de lo que les había sucedido a sus homólogos del norte.


      Pobreza


      En el último decenio, los índices de pobreza de África habían descendido, y se habían registrado avances en la realización de los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Pero millones de personas continuaban viviendo en la pobreza, sin acceso a servicios esenciales, como agua no contaminada, saneamiento, atención médica y educación.


      La rápida urbanización hacía que muchas personas tuvieran viviendas inadecuadas, a menudo en asentamientos precarios, donde carecían de los servicios más básicos y corrían un riesgo constante de ser desalojadas a la fuerza por las autoridades. En muchos casos, las víctimas de desalojo forzoso perdían sus pertenencias al ser destruidos sus hogares. Muchas perdían también su medio de subsistencia, lo que las hundía aún más en la pobreza. Miles de personas sufrieron los efectos de los desalojos forzosos masivos de al menos cinco asentamientos informales de Nairobi, Kenia. Centenares fueron desalojadas a la fuerza de un asentamiento del Territorio de la Capital Federal de Nigeria. Los desalojos forzosos continuaron también en Yamena, Chad y en diferentes zonas de Angola.


      La violencia, ejercida también durante las manifestaciones antigubernamentales, tenía en parte su origen en los altos niveles de desempleo y pobreza. Las iniciativas contra la corrupción se vieron malogradas a menudo por la falta de apoyo político. En Nigeria, por ejemplo, el presidente destituyó sin mediar explicaciones a la presidenta de la Comisión de Delitos Económicos y Financieros seis meses antes de la fecha prevista para la conclusión de su mandato.


      Represión política


      Animados por los acontecimientos del norte de África, manifestantes antigubernamentales salieron a la calle en Jartum y otras ciudades de Sudán a partir de finales de enero. Fueron recibidos con golpes por las fuerzas de seguridad, que detuvieron arbitrariamente a decenas de activistas y estudiantes. Se denunció que muchos fueron torturados bajo custodia. En Uganda, los políticos de oposición pidieron a la población que imitase las protestas de Egipto y saliera a la calle, pero la violencia frustró las manifestaciones. En febrero, el gobierno ugandés prohibió todas las protestas públicas. La policía y el ejército usaron fuerza excesiva contra manifestantes, y el líder de la oposición Kizza Besigye fue acosado y detenido. En Zimbabue, unos 45 activistas fueron detenidos en febrero por el mero hecho de entablar debates sobre los acontecimientos del norte de África. Aunque luego se retiró el cargo, 6 de ellos fueron acusados formalmente de traición. En abril, las autoridades de Suazilandia reprimieron con fuerza excesiva protestas similares.


      Las fuerzas de seguridad dispararon fuego real contra manifestantes antigubernamentales en Angola, Burkina Faso, Guinea, Liberia, Malawi, Mauritania, Nigeria, Senegal, Sierra Leona y Sudán del Sur, y causaron numerosas víctimas mortales. En general, las autoridades no investigaron el uso excesivo de la fuerza ni nadie rindió cuentas por las muertes causadas.


      En la mayoría de los países africanos continuaron las detenciones arbitrarias, las palizas, las amenazas y las intimidaciones contra defensores y defensoras de los derechos humanos, periodistas y opositores políticos. Algunas de estas personas murieron a manos de grupos armados o de las fuerzas de seguridad gubernamentales. Las investigaciones sobre el homicidio en Burundi, en 2009, del defensor de los derechos humanos Ernest Manirumva no registraron avances dignos de mención. En junio, cinco policías fueron declarados culpables del homicidio en 2010 del activista de derechos humanos Floribert Chebeya en la República Democrática del Congo. Sin embargo, continuó la preocupación por que no se hubiera investigado a algunos individuos presuntamente implicados en este crimen.


      Los gobiernos intentaron controlar la información pública en Burundi, Etiopía, Gambia, Guinea, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Liberia, Madagascar, República Democrática del Congo, Somalia, Sudán y Uganda. Impusieron restricciones a la información sobre ciertos hechos, cerraron o suspendieron temporalmente emisoras de radio, bloquearon sitios web específicos o prohibieron la publicación de ciertos periódicos. Ruanda acometió un proceso de reformas para mejorar la libertad de los medios de comunicación, pero algunos que habían sido cerrados por las autoridades en 2010 continuaron suspendidos, y también se condenó a dos periodistas a largas penas de prisión.


      Las asambleas nacionales de Angola y Sudáfrica debatieron disposiciones legales que podían imponer graves limitaciones a la libertad de expresión y al acceso a la información. Un elemento más positivo fue que el presidente Goodluck Jonathan sancionó finalmente con su firma la Ley de Libertad de la Información en Nigeria.


      Conflictos


      La violencia política que había estallado en Costa de Marfil tras las elecciones presidenciales de noviembre de 2010 desembocó en un conflicto armado durante el primer semestre de 2011. Las fuerzas leales a Alassane Ouattara recibieron el apoyo de tropas francesas y de la misión de mantenimiento de la paz de la ONU. Tomaron el control del país a finales de abril y detuvieron al ex presidente Laurent Gbagbo y a decenas de sus partidarios. Cientos de miles de personas se vieron desplazadas a causa del conflicto y muchas huyeron a países vecinos, sobre todo a Liberia. Varios miles de civiles perdieron la vida o resultaron heridos en la capital económica, Abiyán, y en el oeste del país. Ambos bandos dieron muerte ilegítimamente a cientos de civiles en marzo y abril en la zona occidental de Duékoué y en las localidades circundantes. Se atacaba a la gente por su origen étnico o su supuesta afiliación política. La misión de mantenimiento de la paz de la ONU no protegió de manera adecuada a la población civil en Duékoué. Las fuerzas de ambos bandos también cometieron actos de violencia sexual, incluidas violaciones. En octubre, la Corte Penal Internacional (CPI) autorizó una investigación sobre los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad cometidos por ambas partes en el conflicto. Tras dictarse una orden de detención contra él, Laurent Gbagbo fue transferido en noviembre a la CPI, en los Países Bajos. Para mantener su credibilidad, la CPI debía asegurarse todavía de que también se investigaran los crímenes cometidos por fuerzas leales al presidente Ouattara y se enjuiciara a los responsables. Asimismo, debía investigar los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad cometidos antes de las elecciones presidenciales de noviembre de 2010, ya que el poder judicial de Costa de Marfil no podía o no quería hacerlo.


      La población de Sudán del Sur votó por abrumadora mayoría a favor de la independencia en un referéndum sobre la autodeterminación celebrado en enero. Tras fijarse la independencia de Sudán del Sur para el 9 de julio, las tensiones aumentaron en las denominadas zonas de transición de Abyei, Kordofán del Sur y Nilo Azul. En Abyei no se celebró el referéndum organizado por separado para enero y en mayo estalló el conflicto. Las Fuerzas Armadas de Sudán, apoyadas por milicias, tomaron el control de Abyei, acción que obligó a decenas de miles de personas de la comunidad étnica dinka ngok a huir a Sudán del Sur. En la ciudad de Abyei se saquearon y destruyeron casas. La misión de mantenimiento de la paz de la ONU, desplegada en Abyei, tampoco tomó en este caso medidas dignas de mención para impedir los ataques y proteger a la población civil. Al terminar el año no se había encontrado una solución para la situación de Abyei.


      Como consecuencia de las discrepancias en materia de seguridad y de los resultados de las elecciones estatales, la situación en Kordofán del Sur desembocó en un conflicto armado entre el Movimiento de Liberación Popular de Sudán-Norte y las Fuerzas Armadas de Sudán. Cientos de miles de personas se vieron desplazadas como consecuencia de la inseguridad y el conflicto. Las Fuerzas Armadas de Sudán llevaron a cabo bombardeos aéreos indiscriminados, que causaron numerosas víctimas en la población civil. La ONU y varias organizaciones, incluida Amnistía Internacional, documentaron estos ataques indiscriminados y homicidios ilegítimos. A modo de ejemplo, Angelo al Sir, agricultor, describió cómo su esposa embarazada, dos de los hijos de la pareja y otros dos familiares murieron en un ataque aéreo el 19 de junio en Um Sirdeeba, localidad situada al este de Kadugli.


      En septiembre, el conflicto de Kordofán del Sur se extendió al estado de Nilo Azul, causando de nuevo la huida de decenas de miles de personas a Sudán del Sur y Etiopía. El gobierno sudanés dejó básicamente aislados del mundo exterior los estados de Kordofán del Sur y Nilo Azul al impedir el acceso de organizaciones humanitarias independientes, misiones de vigilancia de la situación de los derechos humanos y otros observadores. El Consejo de Paz y Seguridad de la Unión Africana y el Consejo de Seguridad de la ONU no tomaron ninguna medida concreta para abordar la situación; entre otras cosas, no condenaron la falta de acceso humanitario ni las violaciones de derechos humanos que se cometían.


      El conflicto de Darfur, Sudán, también continuó con toda su intensidad y obligó a más familias a abandonar sus hogares. Las que ya vivían en campos para personas internamente desplazadas fueron atacadas por las autoridades sudanesas por su supuesto apoyo a grupos armados de oposición. Siguieron notificándose casos de violación y otras formas de violencia sexual. Continuó la negativa de Sudán a cooperar con la Corte Penal Internacional, cuyo fiscal solicitó una orden de detención contra el ministro de Defensa, Abdelrahim Mohamed Hussein, por crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad cometidos en Darfur.


      Los constantes combates librados en Somalia contra el grupo armado islamista Al Shabaab adquirieron una dimensión regional cuando tropas de Kenia y Etiopía intervinieron directamente en el conflicto. Los ataques indiscriminados de las diversas partes enfrentadas mataron o hirieron a miles de civiles, sobre todo en Mogadiscio. Cientos de miles de personas continuaron desplazadas como consecuencia del conflicto y la inseguridad. La sequía imperante en esta parte de África empeoró la ya grave situación humanitaria, y en algunas zonas de Somalia se declaró la hambruna. Las organizaciones humanitarias hicieron frente a inmensas dificultades para acceder a quienes necesitaban ayuda de emergencia.


      Tampoco se atisbaba el final del conflicto en el este de la República Democrática del Congo. Las violaciones y otras formas de violencia sexual seguían siendo endémicas, y eran cometidas tanto por fuerzas de seguridad gubernamentales como por grupos armados de oposición. Continuaron también otros abusos contra los derechos humanos, como homicidios ilegítimos, saqueos y secuestros, cometidos sobre todo por grupos armados. El sistema de justicia de la República Democrática del Congo seguía siendo incapaz de abordar las numerosas violaciones de derechos humanos cometidas durante el conflicto. Continuó el reclutamiento y uso de niños y niñas soldados en diversos conflictos, como los de la República Centroafricana, la República Democrática del Congo y Somalia.


      Algunos gobiernos africanos seguían mostrándose reacios a garantizar la rendición de cuentas por delitos de derecho internacional. Senegal continuó negándose a enjuiciar o extraditar al ex presidente de Chad Hissène Habré. Al terminar el año, el gobierno de Burundi debatió una propuesta revisada de establecimiento de una Comisión de la Verdad y la Reconciliación; sin embargo, no parecía tener suficiente voluntad política para crear el Tribunal Especial recomendado por la ONU en 2005.


      Justicia e impunidad


      Muchas violaciones de derechos humanos cometidas por las fuerzas de seguridad y encargadas de hacer cumplir la ley siguieron sin abordarse. Las autoridades casi nunca abrían investigaciones independientes e imparciales sobre los casos denunciados de detención arbitraria, tortura y otros malos tratos, homicidio ilegítimo –incluidas ejecuciones extrajudiciales– y desaparición forzada. Sólo en contadas ocasiones se hizo rendir cuentas a algunos individuos por la comisión de violaciones de derechos humanos. En consecuencia, en muchos países de la región la gente había perdido la confianza en los organismos encargados de hacer cumplir la ley y en el sistema judicial. Los elevados costos constituían otro obstáculo para acceder al sistema de justicia formal, incluso en el caso de las víctimas de violaciones de derechos humanos.


      La impunidad por violaciones de derechos humanos cometidas por funcionarios encargados de hacer cumplir la ley era omnipresente en Burundi, Camerún, Eritrea, Etiopía, Gambia, Guinea, Guinea-Bissau, Kenia, Madagascar, Malawi, Mozambique, Nigeria, República del Congo, República Democrática del Congo, Senegal, Sudán, Suazilandia, Tanzania y Zimbabue. Por ejemplo, la comisión establecida por las autoridades de Burundi para investigar las ejecuciones extrajudiciales no hizo públicas sus conclusiones. Las autoridades burundesas tampoco investigaron las denuncias de tortura infligida por el Servicio Nacional de Inteligencia en 2010. Otro ejemplo flagrante de impunidad institucionalizada fue el rechazo de Sudán –tras someterse el país al examen periódico universal del Consejo de Derechos Humanos de la ONU en septiembre– de las recomendaciones relativas a revisar su Ley de Seguridad Nacional de 2010 y reformar el Servicio Nacional de Inteligencia y Seguridad. En consecuencia, los agentes de este organismo siguieron gozando de inmunidad frente al enjuiciamiento o las acciones disciplinarias por violaciones de derechos humanos.


      El número de personas en prisión preventiva seguía siendo muy alto, ya que los sistemas de justicia de la mayoría de los países no podían garantizar un juicio justo y sin demoras indebidas. Muchos detenidos no tenían acceso a asistencia letrada. Las condiciones de reclusión seguían siendo terribles en muchos países, debido al hacinamiento; la falta de saneamiento básico, atención médica, agua o alimentos, y la escasez de personal penitenciario. En muchos casos, las condiciones de reclusión incumplían las normas internacionales mínimas y constituían trato o pena cruel, inhumano y degradante. En un incidente especialmente atroz, nueve hombres murieron por asfixia causada por el hacinamiento durante su reclusión en un centro de la Gendarmería Nacional en Léré, Chad, en septiembre.


      Continuó la tendencia a la abolición de la pena de muerte. El Parlamento de Benín votó a favor de ratificar el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, confirmando de este modo su intención de abolir la pena capital. En Ghana, la Comisión de Revisión de la Constitución recomendó la abolición de la pena de muerte. El fiscal general y ministro de Justicia de Nigeria informó a una delegación de Amnistía Internacional en octubre de que el gobierno había aprobado la suspensión oficial de las ejecuciones. El gobierno de Sierra Leona había hecho un anuncio similar en septiembre. En contraste con estas novedades positivas, Somalia, Sudán y Sudán del Sur figuraban entre los últimos países del África subsahariana que seguían ejecutando a personas, en muchos casos después de juicios gravemente injustos.


      Marginación


      Las personas refugiadas y migrantes eran especialmente vulnerables a los abusos y violaciones de derechos humanos en muchos países. Hubo personas de ciudadanía congoleña que se vieron expuestas de nuevo a sufrir violencia por motivos de género al ser expulsadas de Angola. Mauritania detuvo arbitrariamente a miles de migrantes antes de expulsarlos a países vecinos. Las personas refugiadas y migrantes también eran sometidas a violaciones de derechos humanos en Mozambique, donde al parecer eran víctimas, entre otras cosas, de homicidios ilegítimos cometidos por funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. En Sudáfrica seguían soportando violencia y presenciando la destrucción de sus bienes. En diciembre, el ACNUR, la agencia de la ONU para los refugiados, recomendó que los países de acogida tomaran medidas para la cesación de la condición de refugiado de la mayoría de los ruandeses que hubiera en su territorio. Las organizaciones de refugiados y de derechos humanos expresaron su preocupación, por no estar claro que el ACNUR hubiera expuesto adecuadamente las razones de esta recomendación y porque su implementación por determinados Estados podía poner en peligro de ser devueltas a Ruanda a un gran número de personas que todavía necesitaban protección.


      Decenas de miles de personas originarias de Sudán del Sur regresaron allí de Sudán porque corrían el riesgo de perder sus derechos de ciudadanía sudanesa tras la declaración de independencia de Sudán del Sur. Hicieron frente a numerosas dificultades, entre ellas hostigamiento antes del viaje y a lo largo de él y una grave situación de derechos humanos a su llegada.


      La violencia y la discriminación contra las mujeres seguían siendo fenómenos generalizados en muchos países, en ocasiones como consecuencia de normas y tradiciones culturales. La legislación vigente institucionalizaba la discriminación contra las mujeres en algunos países. La discriminación afectaba también a la capacidad de las mujeres para acceder a los servicios de salud.


      Las mujeres y las niñas seguían siendo víctimas de violación y otras formas de violencia sexual en varios países en conflicto o en los que había un gran número de personas refugiadas o desplazadas. Entre ellos figuraban el este de Chad, Costa de Marfil, la República Centroafricana, el este de la República Democrática del Congo y Sudán (Darfur). A menudo los responsables eran miembros de las fuerzas de seguridad gubernamentales, y en la mayoría de los casos no se llevaban a cabo investigaciones.


      Discriminación


      Se agravó la discriminación basada en la orientación sexual o la identidad de género reales o supuestas de las personas. Los políticos no sólo no protegieron el derecho a no sufrir discriminación, sino que a menudo, con sus declaraciones o acciones, incitaron a la discriminación y la persecución basadas en la supuesta orientación sexual.


      En Camerún se perseguía a quienes supuestamente mantenían relaciones con personas del mismo sexo. Decenas de personas fueron detenidas, y algunas, como Jean-Claude Roger Mbede, condenadas a largas penas de prisión. El gobierno camerunés propuso también reformar el Código Penal para aumentar las condenas de cárcel y las multas impuestas por mantener relaciones sexuales con personas del mismo sexo. En Malawi, Mauritania y Zimbabue también se detuvo y enjuició a hombres debido a su supuesta orientación sexual. El gobierno de Malawi promulgó legislación que tipificaba como delito las relaciones sexuales entre mujeres, y el presidente Bingu wa Mutharika dijo durante una concentración política que los gays eran “peores que perros”. En Nigeria, el Senado aprobó un proyecto de ley que penalizaba aún más las relaciones homosexuales. En Ghana, el ministro para la Región Occidental ordenó detener a todos los gays y lesbianas.


      En Uganda, el proyecto de ley contra la homosexualidad no se debatió en el Parlamento, pero tampoco se retiró formalmente. En enero mataron en su domicilio a David Kato, destacado defensor de los derechos humanos y activista de los derechos de lesbianas, gays, bisexuales y personas transgénero. Se detuvo a un hombre por el homicidio, y en noviembre se le impuso una condena de 30 años de prisión. En Sudáfrica, la presión de la sociedad civil para que se abordara la violencia contra gays, lesbianas, bisexuales y personas transgénero, en particular contra las mujeres lesbianas, llevó a las autoridades a establecer un equipo de trabajo para prevenir la violencia por motivos de supuesta orientación sexual.


      En Eritrea continuó la persecución por motivos religiosos. Decenas de personas fueron detenidas arbitrariamente y sufrieron, al parecer, malos tratos bajo custodia.


      Seguridad y derechos humanos


      África era cada vez más vulnerable a los actos de terrorismo de diversos grupos armados islamistas, entre ellos Al Qaeda en el Magreb Islámico, que actuaba en varios países del Sahel; la secta religiosa Boko Haram, que intensificó sus atentados con bombas en Nigeria durante el año, y Al Shabaab, que estaba activo en Kenia y Somalia. Estos grupos armados fueron responsables de numerosos abusos contra los derechos humanos, tales como ataques indiscriminados, homicidios ilegítimos, secuestros y tortura.


      Algunos gobiernos respondieron reforzando su cooperación militar, por ejemplo en el Sahel. Los países vecinos también intervinieron militarmente. Nigeria estableció una fuerza militar especial para hacer frente a Boko Haram en algunos estados. Las fuerzas de seguridad gubernamentales fueron a menudo responsables de violaciones de derechos humanos en el curso de su respuesta a la violencia de los grupos armados. En Mauritania, 14 presos condenados por actividades terroristas fueron objeto de desaparición forzada durante su traslado a un lugar desconocido. En Nigeria, las fuerzas de seguridad respondieron a la intensificación de la violencia en algunos estados deteniendo arbitrariamente y recluyendo a cientos de personas, sometiendo a algunas a desaparición forzada y llevando a cabo ejecuciones extrajudiciales.


      Hora de sumarse al cambio


      Al final del año era probable que la mejora del respeto y la protección de los derechos humanos no se desarrollara de manera tan rápida y espectacular en el África subsahariana como en el norte de África. En algunos lugares la situación podía incluso empeorar. Sin embargo, había factores, como el crecimiento económico sostenido, la demanda de una mejor gobernanza, el surgimiento de una clase media, el fortalecimiento de la sociedad civil y la mejora del acceso a las tecnologías de la información y la comunicación, que podían contribuir gradualmente a la mejora de la situación de los derechos humanos. La cuestión era si los líderes políticos de África harían suyos estos cambios o los verían como una amenaza a su control del poder. Con sus reacciones ante las protestas y la disidencia, en 2011 la mayoría de los dirigentes políticos fueron parte del problema, no la solución.
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      AMÉRICA


       


       


       


       


      Una afrenta para la democracia [y] una afrenta para el Estado de derecho.


       


      Marcelo Freixo, diputado estatal brasileño y víctima de numerosas amenazas de muerte por su labor de investigación y denuncia de las bandas criminales, habla sobre el homicidio de la jueza Patrícia Acioli


       


       


      El 11 de agosto de 2011, varios agentes de la Policía Militar efectuaron 21 disparos contra la jueza Patrícia Acioli frente a su casa de Niterói, en el estado de Río de Janeiro (Brasil). El largo historial de la jueza en casos penales contra policías brasileños implicados en violaciones de derechos humanos la había convertido en blanco de numerosas amenazas de muerte. En octubre fueron detenidos 11 policías, entre ellos un alto mando, y acusados formalmente del homicidio. Según la información recibida, en el momento de su muerte la jueza Acioli presidía una investigación sobre presuntas ejecuciones extrajudiciales y actividades delictivas cometidas por los policías implicados. Su fallecimiento fue un duro revés para el movimiento de derechos humanos en Brasil, pero su búsqueda incansable de justicia sigue inspirando a innumerables personas que, como ella, se niegan a permitir que las violaciones de estos derechos queden impunes.


      La demanda de respeto por los derechos humanos se hizo oír en toda la región durante 2011: en los tribunales nacionales, en el sistema interamericano y en las calles. Las peticiones de justicia realizadas por ciudadanos individuales, defensores y defensoras de los derechos humanos, organizaciones de la sociedad civil y pueblos indígenas siguieron ganando fuerza, y a menudo condujeron a quienes las realizaban al enfrentamiento directo con poderosos intereses económicos y políticos. En el núcleo de muchos de estos conflictos se encontraban políticas de desarrollo económico que dejaban a muchas personas, sobre todo a quienes vivían en la pobreza y a las comunidades marginadas, más expuestas a los abusos y a la explotación.


      Demanda de justicia y del fin de la impunidad


      Muchos casos de derechos humanos avanzaron con lentitud, obstaculizados por la ausencia de un acceso significativo a la justicia, por la falta de independencia del poder judicial y por la disposición, en algunos sectores, a recurrir a medidas extremas para evitar la rendición de cuentas y proteger intereses creados de carácter político, delictivo y económico. La dificultad para conseguir que se respetaran los derechos humanos se vio exacerbada a menudo por homicidios y amenazas contra defensores y defensoras de los derechos humanos, testigos, abogados, fiscales y jueces en países como Brasil, Colombia, Cuba, Guatemala, Haití, Honduras y Venezuela. Los periodistas que intentaron denunciar los abusos de poder, las violaciones de derechos humanos y la corrupción se convirtieron también a menudo en víctimas de abusos en Latinoamérica y el Caribe.


      Sin embargo, en algunos países, a pesar de los obstáculos y de los frecuentes reveses, hubo avances significativos en la investigación y el enjuiciamiento de violaciones de derechos humanos cometidas en el pasado, y varios altos mandos del ejército y gobernantes militares de facto fueron declarados culpables y condenados a prisión.


      El ex capitán de la Armada Alfredo Astiz y otros 15 hombres fueron condenados a penas de entre 18 años de prisión y cadena perpetua por su participación en 86 crímenes de lesa humanidad cometidos durante la década de 1970.


      En Argentina, el ex general del ejército Reynaldo Bignone y el político y ex policía Luis Abelardo Patti fueron condenados en abril a cadena perpetua por cargos de asesinato, secuestro y tortura cometidos en la localidad de Escobar durante la década de 1970. En octubre, el ex capitán de la Armada Alfredo Astiz y otros 15 hombres fueron condenados a penas de entre 18 años de prisión y cadena perpetua por su participación en 86 crímenes de lesa humanidad cometidos durante esa década. Sus víctimas fueron secuestradas y recluidas en el centro de detención secreta de la Escuela Superior de Mecánica de la Armada (ESMA), en Buenos Aires, donde algunas murieron por torturas y otras fueron arrojadas desde aviones. Entre los asesinados figuraban las monjas francesas Léonie Duquet y Alice Domon, las activistas pro derechos humanos Azucena Villaflor, María Bianco y Esther Careaga, cofundadoras de las Madres de Plaza de Mayo, y el escritor y periodista Rodolfo Walsh.


      En Bolivia, la Corte Suprema condenó en agosto a siete ex oficiales de alta graduación y a varios altos cargos civiles por su participación en los sucesos conocidos como “Octubre Negro”, en los que murieron 67 personas y más de 400 resultaron heridas durante unas protestas celebradas en El Alto, cerca de La Paz, en 2003. Fue la primera vez en Bolivia que un juicio contra oficiales del ejército acusados de violaciones de derechos humanos concluía ante un tribunal civil. Cinco ex oficiales del ejército fueron condenados a penas de entre 10 y 15 años de prisión, y dos ex ministros a penas de 3 años, cuyo cumplimiento se suspendió posteriormente.


      En Brasil, la presidenta Dilma Rousseff sancionó la ley de creación de una Comisión de la Verdad encargada de investigar las violaciones de derechos humanos cometidas entre 1946 y 1988. Y en Chile, el número de casos de violaciones de derechos humanos sometidos a investigación por los tribunales aumentó a su máximo nivel con la presentación por una fiscal de 726 nuevas querellas que se sumaron a las más de 1.000 querellas presentadas en los últimos años por familiares de personas ejecutadas por motivos políticos durante el gobierno militar del general Augusto Pinochet.


      A su regreso a Haití después de 25 años de exilio, el ex presidente Jean-Claude Duvalier fue sometido a una investigación penal basada en denuncias de violaciones graves de derechos humanos presentadas por víctimas y sus familiares. En Colombia, el general retirado Jesús Armando Arias Cabrales fue condenado en abril a 35 años de prisión por su participación en la desaparición forzada de 11 personas ocurrida en noviembre de 1985, después de que el ejército irrumpiera en el Palacio de Justicia, donde el grupo guerrillero M-19 retenía a varios rehenes. En septiembre, el ex director del servicio de inteligencia civil colombiano (Departamento Administrativo de Seguridad, DAS), Jorge Noguera, fue condenado a 25 años de prisión por el homicidio en 2004 del intelectual Alfredo Correa de Andreis y por su vinculación con grupos paramilitares.


      Pese a su importancia, estos casos fueron la excepción, y la impunidad por violaciones de derechos humanos siguió siendo la norma. Por ejemplo, en Colombia, otra ex directora del DAS, María del Pilar Hurtado, implicada en un escándalo de escuchas y vigilancia ilegales y amenazas contra detractores del ex presidente Álvaro Uribe, siguió eludiendo la justicia. En 2010 había obtenido asilo en Panamá.


      En México, las acciones judiciales contra los responsables de violaciones graves de derechos humanos cometidas en las décadas de 1960, 1970 y 1980 seguían en punto muerto. Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia resolvió que eran vinculantes las sentencias de la Corte Interamericana contra México, incluida la que ordenaba que las violaciones de derechos humanos presuntamente cometidas por militares fueran transferidas a la jurisdicción civil.


      En el ámbito de la justicia internacional, los avances fueron desiguales. Por ejemplo, en octubre, el gobierno canadiense optó por no detener al ex presidente estadounidense George W. Bush cuando éste viajó a la Columbia Británica, pese a los claros indicios de que había sido responsable de delitos de derecho internacional, incluida la tortura. Sin embargo, en diciembre, Francia extraditó al ex jefe de Estado de facto Manuel Noriega a Panamá, donde había sido declarado culpable in absentia del asesinato de algunos adversarios políticos, entre otros delitos.


      Sistema interamericano de derechos humanos


      El sistema interamericano, y en concreto la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, fue blanco de continuos ataques por parte de varios Estados durante 2011. Por ejemplo, Brasil retiró a su embajador ante la Organización de los Estados Americanos (OEA) como represalia por la petición de la Comisión de que se suspendieran las obras del proyecto hidroeléctrico de Belo Monte hasta que se hubiera consultado debidamente a las comunidades indígenas afectadas. Suscitó preocupación que el secretario general de la OEA, José Miguel Insulza, apoyara abiertamente la postura de Brasil y pidiera públicamente a la Comisión que revisara su decisión en el caso de Belo Monte. Posteriormente, la Comisión Interamericana modificó las medidas cautelares dictadas en el caso y dejó de exigir a Brasil la suspensión del proyecto hasta que se realizaran las consultas.


      Ecuador, Perú y Venezuela también criticaron a la Comisión, acusándola de excederse en su mandato y de injerirse en sus derechos soberanos. Las críticas de Ecuador y Venezuela estaban dirigidas a la relatoría especial de la OEA para la libertad de expresión, mientras que Perú criticó con dureza la decisión de la Comisión de remitir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos un caso de presuntas ejecuciones extrajudiciales cometidas durante el rescate de 71 rehenes en 1997 (la operación “Chavín de Huántar”).


      Durante la segunda mitad de 2011, los Estados miembros de la OEA prosiguieron el debate sobre posibles reformas del sistema interamericano de derechos humanos. El debate concluyó con la publicación de un informe que el Consejo Permanente de la OEA estudiaría a principios de 2012. Aunque las recomendaciones contenidas en el informe fueron calificadas de esfuerzo para reforzar el sistema, en realidad algunas de las medidas propuestas podrían debilitar su independencia y eficacia, y tener un impacto especialmente grave en la labor de la Comisión y de sus relatores.


      Seguridad pública y derechos humanos


      Los gobiernos siguieron explotando motivos legítimos de preocupación sobre la seguridad pública y los elevados índices de delincuencia para justificar o ignorar las violaciones de derechos humanos cometidas por sus fuerzas de seguridad al responder a actividades delictivas o a grupos armados.


      El gobierno mexicano cerró los ojos ante las noticias generalizadas de torturas, desapariciones forzadas, homicidios ilegítimos y uso excesivo de la fuerza por parte del ejército y, de forma creciente, de la marina, en su lucha contra los cárteles de la droga. Más de 12.000 personas perdieron la vida en actos violentos atribuidos a organizaciones delictivas, y el presidente Felipe Calderón siguió desplegando a alrededor de 50.000 soldados e infantes de marina para realizar funciones de orden público. Hubo indicios de que miembros de la policía y de las fuerzas de seguridad actuaban en connivencia con organizaciones delictivas en el secuestro y asesinato de presuntos miembros de otras organizaciones delictivas, entre otros delitos. El gobierno siguió afirmando que los abusos eran excepcionales y que sus autores rendirían cuentas de sus actos, pero durante 2011 sólo hubo un caso de personal militar que compareció ante la justicia.


      En menor escala, también emplearon personal militar para desempeñar funciones de orden público otros países de la región, como El Salvador, Guatemala, Honduras, la República Dominicana y Venezuela, donde el presidente Hugo Chávez sacó a la calle a las tropas de la Guardia Nacional para atajar la delincuencia violenta generalizada.


      En medio de un elevado índice de delincuencia violenta, las prácticas de los cuerpos de seguridad en Brasil siguieron caracterizándose por la discriminación, los abusos contra los derechos humanos, la corrupción y las operaciones policiales de estilo militar. Aunque ciertos proyectos de seguridad pública tuvieron un éxito limitado en cuanto a reducir el grado de violencia, las reformas en seguridad pública del gobierno federal se vieron debilitadas por severos recortes presupuestarios y por una falta de voluntad política. Las comunidades socialmente excluidas siguieron atrapadas entre la violencia de las bandas delictivas y los abusos de la policía, que a menudo trataba a los residentes como presuntos delincuentes. En Río de Janeiro, el poder de las milicias siguió aumentando. Estas bandas delictivas, integradas por ex agentes y agentes en activo de las fuerzas de seguridad, aumentaron su influencia en muchas de las comunidades más pobres mediante la violencia y la extorsión, ayudadas por actividades económicas ilícitas y la creación de bases de poder político. El atentado contra la jueza Acioli puso de relieve el alcance y la confianza de estas bandas.


      En la República Dominicana, la policía cometió violaciones graves de derechos humanos, como detenciones arbitrarias, torturas y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, homicidios ilegítimos y desapariciones, en el marco de la denominada “política de mano dura” en la lucha contra la delincuencia. Hubo indicios de que en varios casos la policía había adoptado una política de disparar a matar en lugar de intentar detener a los sospechosos, muchos de los cuales estaban desarmados.


      Conflicto armado


      El largo conflicto armado interno de Colombia siguió infligiendo indecibles sufrimientos a comunidades civiles de todo el país. Las consecuencias de los combates en los derechos humanos fueron especialmente graves para los pueblos indígenas rurales y las comunidades afrodescendientes y campesinas, miles de cuyos miembros se vieron obligados a huir de sus hogares. Tanto los grupos guerrilleros como los paramilitares y las fuerzas de seguridad, que en ocasiones actuaban en connivencia, fueron responsables de abusos graves contra los derechos humanos y de violaciones del derecho internacional humanitario.


      Algunas de las medidas legislativas de las autoridades, como la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, fueron importantes primeros pasos en los esfuerzos para reconocer los derechos a la reparación de algunas víctimas y para devolver algunos de los millones de hectáreas de tierras robadas en el curso del conflicto. Sin embargo, la ley excluía a muchas víctimas, y el aumento del número de amenazas y homicidios contra defensores y defensoras de los derechos humanos, especialmente contra quienes trabajaban en la devolución de las tierras, sembró dudas sobre la capacidad del gobierno para cumplir su promesa de devolver las tierras a sus legítimos propietarios.


      El compromiso del gobierno colombiano para con los derechos humanos y la lucha contra la impunidad quedó en entredicho por los esfuerzos para ampliar la jurisdicción militar, que podría permitir que los miembros de las fuerzas de seguridad eludieran la acción de la justicia por violaciones de derechos humanos. Asimismo, el presidente Juan Manuel Santos y el comandante general de las Fuerzas Armadas criticaron las condenas de varios altos mandos del ejército por violaciones de derechos humanos.


      Seguridad y medidas antiterroristas


      Al finalizar 2011, casi dos años después de que expirase el plazo fijado por el presidente estadounidense Barack Obama para el cierre del centro de detención de Guantánamo, quedaban aún en la base más de 150 detenidos.


      La esperanza de que el gobierno estadounidense siguiese adelante con su decisión, anunciada en 2009, de juzgar a cinco detenidos acusados de implicación en los atentados del 11 de septiembre de 2011 ante una corte federal ordinaria quedó truncada cuando el fiscal general anunció en abril que esos hombres iban a ser juzgados por una comisión militar. El gobierno dejó clara su intención de pedir la pena de muerte para los cinco. En otro caso remitido a una comisión militar, la pena capital se convirtió en posibilidad en septiembre, cuando se remitieron los cargos contra el ciudadano saudí Abd al Rahim al Nashiri para que fuera juzgado por delitos que conllevaban dicha pena.


      Continuó la impunidad por las violaciones de derechos humanos cometidas durante el gobierno anterior como parte del programa de detención secreta de la CIA. En junio, el fiscal general anunció que, con la excepción de dos casos de muerte bajo custodia, no consideraba justificado realizar nuevas investigaciones sobre las detenciones, a pesar de que la tortura y la desaparición forzada eran parte integral del programa secreto y de que entre las víctimas se encontraban los detenidos que iban a ser juzgados injustamente por una comisión militar y que, de ser declarados culpables, podrían ser ejecutados.


      Pueblos indígenas


      Las violaciones de derechos humanos contra los pueblos indígenas siguieron suscitando honda preocupación pese a algunos avances positivos en la región.


      En muchos casos se negó a los pueblos indígenas su derecho a una consulta significativa y a dar su consentimiento libre, previo e informado respecto a proyectos de desarrollo en gran escala que les afectaban, incluidos proyectos de la industria extractiva. Perú aprobó una histórica ley en 2011 que hizo preceptiva la consulta a los pueblos indígenas antes de realizar proyectos de desarrollo en sus tierras ancestrales. Sin embargo, esto siguió siendo la excepción. Pese a que todos los Estados de la región habían respaldado la Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de 2007, los derechos consagrados en ella seguían distando de ser respetados.


      Al no respetarse los derechos de los pueblos indígenas no sólo se resintieron sus medios de subsistencia, sino que las comunidades también sufrieron amenazas, hostigamiento, desalojos o desplazamientos forzosos, ataques y homicidios a medida que se intensificaba la campaña para explotar recursos en las zonas donde residían. En Brasil, Colombia, Guatemala y México se expulsó a indígenas de sus tierras, a menudo con violencia. Se tuvo noticia de uso excesivo de la fuerza contra quienes se manifestaban por los derechos de los indígenas y contra proyectos de desarrollo en Perú y Bolivia. En Ecuador y México suscitó preocupación la presentación de cargos falsos contra dirigentes indígenas.


      Hubo nuevos indicios de que los gobiernos no se tomaban en serio los derechos de los pueblos indígenas o no mostraban la voluntad política necesaria para paliar los efectos de décadas de arraigada discriminación. En abril, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos pidió a Brasil que suspendiera la construcción de la represa de Belo Monte hasta que se hubiera consultado de forma exhaustiva y efectiva con las comunidades indígenas –lo cual incluía el acceso a una evaluación del impacto social y medioambiental del proyecto en los idiomas correspondientes– y se hubieran tomado medidas para salvaguardar las vidas de las comunidades en aislamiento voluntario. Brasil respondió con dureza a estas medidas cautelares, que la Comisión suavizó posteriormente.


      En Bolivia, después de varias semanas de protestas en las que decenas de personas resultaron heridas cuando las fuerzas de seguridad emplearon gas lacrimógeno y porras para disolver un campamento provisional, el presidente decidió cancelar la construcción de una carretera a través del Territorio Indígena y Parque Nacional Isiboro-Sécure. Los manifestantes indígenas alegaron que la planificación de la carretera infringía las garantías constitucionales sobre la consulta previa y las leyes de conservación del medio ambiente.


      En agosto, un estudio federal canadiense concluyó que el 39 por ciento de las redes de agua de las comunidades de las Primeras Naciones tenían deficiencias importantes que hacían que el 73 por ciento de las redes de agua potable y el 65 por ciento de las redes de aguas residuales constituyeran un riesgo medio o elevado para la salud.


      Derechos de mujeres y niñas


      Los Estados de la región no consideraron prioritaria en sus agendas políticas la protección de las mujeres y las niñas frente a la violación, las amenazas y los homicidios. La aplicación de las leyes para combatir la violencia de género siguió suscitando gran preocupación, y la falta de recursos disponibles para investigar y enjuiciar estos delitos puso en entredicho la voluntad oficial de abordar la cuestión. El hecho de que no se juzgase a los responsables de estos delitos afianzó aún más la impunidad por la violencia de género en muchos países y contribuyó a fomentar un clima de tolerancia hacia la violencia contra mujeres y niñas.


      Las violaciones de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y las niñas seguían siendo una práctica extendida, con terribles consecuencias para sus vidas y su salud. En El Salvador, Chile y Nicaragua seguía estando prohibido el aborto en todas las circunstancias, incluso para niñas y mujeres embarazadas como consecuencia de una violación o cuya vida o salud corría peligro si continuaba el embarazo. Quienes intentaban abortar o ayudaban a abortar a otra persona se enfrentaban a largas penas de prisión.


      En otros países, aunque la ley garantizaba el acceso a un aborto sin riesgos, dicho acceso se veía negado en la práctica por unos prolongados procedimientos judiciales que lo hacían casi imposible, especialmente para quienes no podían permitirse pagar un aborto privado. El acceso a servicios de anticoncepción y a información sobre cuestiones sexuales y reproductivas seguía suscitando preocupación, sobre todo para las mujeres y niñas más marginadas de la región.


      Migrantes: víctimas visibles, derechos invisibles


      En varios países se negó la protección de la ley a cientos de miles de migrantes regulares o irregulares.


      En México se descubrieron cientos de cadáveres en fosas clandestinas; algunos fueron identificados como pertenecientes a migrantes secuestrados. Las familias de migrantes centroamericanos desaparecidos realizaron marchas en todo el país para exigir que se adoptasen medidas encaminadas a localizar a sus familiares y para poner de relieve la suerte que corrían muchos migrantes. Los migrantes centroamericanos, que atravesaban México por decenas de miles, eran secuestrados, torturados, violados y asesinados por bandas delictivas, a menudo con la complicidad de funcionarios públicos. En el caso de los migrantes irregulares, el miedo a las represalias o a la expulsión hacía que rara vez pudieran denunciar los graves abusos que sufrían.


      Los defensores y defensoras de los derechos de los migrantes fueron objeto de ataques sin precedentes en México, especialmente quienes trabajaban en la red de refugios que proporcionaban asistencia humanitaria a los migrantes.


      A lo largo de la frontera suroccidental de Estados Unidos con México, funcionarios federales, estatales y locales encargados de hacer cumplir la ley discriminaban a migrantes regulares e irregulares según criterios raciales. Los migrantes sufrían discriminación cuando intentaban acceder a la justicia y a protección, y encontraban obstáculos a la hora de recibir educación y atención médica. Estos obstáculos incluían políticas que sometían a los migrantes a comprobaciones adicionales y a la amenaza de ser denunciados a las autoridades de inmigración. Las propuestas de nuevas leyes contra la inmigración obligaron a algunos estudiantes a abandonar la escuela por temor a que sus padres fueran detenidos. Se presentaron recursos ante las cortes federales contra las leyes de inmigración de Georgia, Indiana, Carolina del Sur y Utah.


      En la República Dominicana, los migrantes haitianos regulares e irregulares fueron víctimas de violaciones de derechos humanos, incluidas expulsiones ilegales masivas y violentas en las que se siguió negando a los dominicanos de origen haitiano su derecho a la nacionalidad dominicana. Se denunciaron palizas y la separación de niños de sus padres durante las expulsiones. Varios Estados, como Bahamas, no atendieron a los llamamientos de la ONU para que se pusiera fin a las devoluciones a Haití por motivos humanitarios, dado que proseguía la crisis humanitaria desencadenada en el país por el terremoto y el brote de cólera de 2010.


      Pena de muerte


      En Estados Unidos fueron ejecutados durante el año 43 presos, todos por inyección letal. Eso elevaba a 1.277 el número de personas ejecutadas desde que la Corte Suprema de Estados Unidos levantó la suspensión de la pena de muerte en 1976. Como dato más positivo, en marzo Illinois se convirtió en el decimosexto estado abolicionista de Estados Unidos, y en noviembre el gobernador de Oregón dictó una suspensión de las ejecuciones en el estado y pidió que se reevaluase la pena capital.


      Entre los ejecutados en 2011 se encontraba Troy Davis, ejecutado en Georgia en septiembre pese a que existían serias dudas sobre la fiabilidad de su declaración de culpabilidad. Martina Correia, su hermana y una resuelta e intrépida activista contra la pena de muerte hasta su propia muerte, en diciembre de 2011, sigue inspirando a las numerosas personas que defienden la dignidad humana y la justicia en toda la región y más allá: “La pena de muerte es una abominación. Una negación de la dignidad humana. Su aplicación no sólo está determinada por el color y la raza, sino también por la capacidad para luchar contra el sistema. Intento ser una voz para quienes no la tienen. No me considero especial, creo simplemente que mi comunidad no es sólo la gente que vive en mi calle: es mi comunidad global. Y cuando matan a alguien en China o Uganda o Nigeria o Georgia o Texas, matan un poco de nosotros”.
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      ASIA Y OCEANÍA


       


       


       


       


      ¡Ya es hora, pueblo de China! Ya es hora.


      China pertenece a todos.


      Es hora de que tú mismo decidas


      cómo quieres que sea el futuro de China.


       


      Zhu Yufu, disidente chino


       


       


      La respuesta de varios gobiernos de la región de Asia y Oceanía a los vientos de cambio político procedentes de Oriente Medio y el norte de África fue aferrarse aún más al poder reprimiendo las reivindicaciones de derechos humanos y dignidad. Al mismo tiempo, el éxito de los levantamientos en Túnez y en Egipto inspiró a defensores y defensoras de los derechos humanos, activistas y periodistas de Asia a alzar sus voces combinando las nuevas tecnologías con el activismo tradicional para hacer frente a las violaciones de sus derechos.


      Zhu Yufu, autor del poema que encabeza este texto, fue detenido en marzo por las autoridades chinas. El fiscal presentó este poema como prueba principal que sustentaba el cargo de “incitación a subvertir el poder del Estado”. Zhu Yufu, que ya había pasado casi 9 de los últimos 13 años en la cárcel por exigir más libertades políticas, fue uno más entre las decenas de críticos, activistas y disidentes que las autoridades chinas detuvieron y hostigaron a partir de febrero en una de las peores campañas de represión política habidas en el país desde las protestas de la plaza de Tiananmen de 1989. Además de Zhu Yufu, en la larga lista de personas detenidas, puestas bajo arresto domiciliario ilegal o sometidas a desaparición forzada figuraban Liu Xia, esposa del premio Nobel de la Paz Liu Xiaobo, el abogado Gao Zhisheng y Ai Weiwei, artista de fama mundial. En varios casos, las autoridades chinas torturaron a los detenidos para conseguir su “confesión” y su promesa de que no utilizarían los medios sociales ni contarían a periodistas u otras personas los malos tratos recibidos.


      La dureza de la represión indicaba el grado de preocupación del gobierno chino por los mensajes “jazmín” que comenzaron a circular anónimamente por Internet en febrero, convocando a los ciudadanos y ciudadanas chinos que estuvieran hartos de la corrupción, el mal gobierno y la represión política a congregarse pacíficamente y simplemente pasear por zonas designadas de determinadas ciudades. A pesar de la inocuidad de estos llamamientos, el gobierno chino respondió a ellos en distintos momentos del año prohibiendo las búsquedas por Internet de las palabras “jazmín” y “Egipto”. No obstante, en todo el país hubo decenas de miles de manifestaciones cuyos asistentes intentaban proteger sus derechos humanos: civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.


      El dinamismo con que invocaba sus derechos la ciudadanía en China contrastaba con la situación de la vecina Corea del Norte, donde no había señales de que la terrible situación de los derechos humanos fuera a mejorar tras la llegada al poder de Kim Jong-un, quien el 17 de diciembre, con menos de 30 años, sucedió a su padre como gobernante absoluto del país. Por el contrario, había indicios de que las autoridades habían detenido a los funcionarios sospechosos de poder plantear dificultades o poner en tela de juicio una transición suave, y se temía que estas personas fueran enviadas junto a los cientos de miles que ya sufrían detención arbitraria, trabajos forzosos, ejecución pública y tortura y otros malos tratos en los numerosos campos penitenciarios para presos políticos existentes en el país.


      Represión de la disidencia


      Pocos gobiernos de la región fueron tan brutales como el régimen norcoreano a la hora de reprimir las voces de su ciudadanía, pero en toda la región continuaron las violaciones del derecho a expresar y recibir opiniones libremente. Varios gobiernos reprimieron deliberadamente las opiniones disidentes. En Corea del Norte, quienes se desviaban de la ideología oficial podían acabar pasando el resto de su vida en un desolado y remoto campo penitenciario para presos políticos. Tanto Vietnam como Myanmar criminalizaron la libre expresión de opiniones disidentes y tenían servicios de inteligencia dedicados a intimidar a las voces críticas y silenciarlas.


      Otros países también silenciaron las críticas, aunque por medios no tan abiertamente violentos. El 1 de junio, Singapur, que seguía manteniéndose como una excepción a las normas internacionales sobre la protección de la libertad de expresión, encarceló brevemente al escritor británico Alan Shadrake, de 76 años, tras acusarlo de desacato al tribunal por criticar el uso de la pena de muerte por parte del poder judicial.


      En India, país orgulloso de su trayectoria en materia de libertad de expresión y con unos medios de comunicación pujantes, el gobierno trató de imponer nuevas restricciones sobre los medios sociales, incluidos los servicios de mensajería instantánea. En Malaisia continuó la presión sobre los medios de comunicación por Internet, que no obstante gozaban de una libertad ligeramente mayor que la prensa, la radio y la televisión, sometidos a una fuerte censura.


      En Tailandia, el recién elegido gobierno de Yingluck Shinawatra (hermana del ex primer ministro Thaksin Shinawatra) no puso fin a la agresiva aplicación de la legislación –sumamente problemática– relativa a los delitos de lesa majestad, que prohibía cualquier crítica contra la familia real. Muchas de las personas contra las que se aplicó dicha legislación habían publicado material en Internet que los fiscales habían encontrado reprobable, o –como en el caso de un hombre de 61 años, Ampon Tangnoppakul, condenado a 20 años de cárcel– habían enviado presuntamente mensajes de texto considerados ofensivos.


      Las autoridades de Corea del Sur recurrieron cada vez más a la Ley de Seguridad Nacional para hostigar a quienes eran considerados opositores a la política oficial sobre Corea del Norte. En ocasiones, el resultado fue una aplicación absurda de la Ley, como en el caso de Park Jeonggeun, que se enfrentaba a detención y procesamiento por reenviar con intención satírica mensajes de la propaganda oficial norcoreana a través de un microblog.


      Otras voces críticas que exigían derechos humanos y dignidad en la región generaron respuestas más severas y en ocasiones pagaron un alto precio por hacerse oír. Los periodistas paquistaníes consiguieron mantener una actitud tenaz y en ocasiones díscola en los medios de comunicación del país a pesar de la violenta reacción del gobierno, de los partidos políticos y de grupos insurgentes como los talibanes paquistaníes. Al menos nueve periodistas murieron durante el año, entre ellos Saleem Shahzad, que en la publicación por Internet donde trabajaba había criticado abiertamente los poderosos servicios militares y de inteligencia del país. Otros periodistas dijeron a Amnistía Internacional que habían recibido graves amenazas de los poderosos y opacos servicios de inteligencia, las fuerzas de seguridad, partidos políticos o grupos integristas.


      Los periodistas no fueron los únicos que sufrieron ataques por expresar sus opiniones en Pakistán. Dos destacados políticos fueron asesinados por poner en tela de juicio el uso de las problemáticas leyes sobre la blasfemia: Salmaan Taseer, gobernador de Punyab que se caracterizaba por expresar abiertamente sus opiniones, y Shahbaz Bhatti, ministro para las Minorías (y único cristiano del Consejo de Ministros).


      Minorías


      En Pakistán, como en muchos otros países de la región de Asia y Oceanía, había una situación de discriminación constante y grave de las minorías religiosas y étnicas. A menudo se marginaba a las personas pertenecientes a minorías. En numerosas ocasiones los gobiernos no cumplían con su responsabilidad de proteger los derechos de estas personas, que en muchos casos sufrían directamente el acoso oficial. Esto consolidaba la discriminación, agravaba la pobreza, retrasaba el desarrollo general y, en muchos países, alimentaba la violencia.


      En la provincia paquistaní de Baluchistán, rica en recursos, las fuerzas de seguridad y algunos grupos insurgentes se vieron implicados en violaciones tales como desapariciones forzadas, tortura y ejecuciones extrajudiciales. El gobierno no cumplió plenamente sus promesas de resolver las inveteradas quejas de la comunidad baluchi respecto a la distribución de los ingresos generados por grandes proyectos extractivos y de infraestructura. Esta provincia fue también escenario de varias brutales agresiones contra la comunidad chií de Pakistán, especialmente los chiíes hazaras, muchos de ellos de origen afgano residentes en la capital de Baluchistán, Quetta. Los grupos religiosos extremistas apelaron abiertamente a la violencia contra los chiíes y se les permitió actuar y llevar a cabo actos de violencia, como el homicidio a modo de ejecución de 26 peregrinos chiíes el 20 de septiembre. Los grupos extremistas paquistaníes se atribuyeron la responsabilidad de los ataques contra los chiíes incluso en Afganistán, donde un doble atentado con explosivos mató en diciembre a unos 70 chiíes que participaban en las procesiones religiosas de la festividad de la Ashura en Kabul y en Mazar-e-Sharif.


      La comunidad ahmadí, grupo religioso radicado principalmente en Asia cuyos miembros se consideran musulmanes, sufrió discriminación sistemática en Pakistán e Indonesia. En Pakistán, donde los ahmadíes tienen prohibido legalmente declararse musulmanes, esta comunidad sufrió un constante hostigamiento oficial y, al no contar con suficiente protección o apoyo, también fue atacada por grupos religiosos integristas. En Indonesia se criticó a la policía por no evitar el ataque de una muchedumbre de 1.500 personas contra la comunidad ahmadí en el subdistrito de Cikeusik en febrero, que se saldó con tres muertos y muchos más heridos. El gobierno central permitió que continuaran en vigor las normativas locales que restringían las actividades de los ahmadíes. Esta comunidad también sufrió discriminación por sus creencias religiosas en otros países de mayoría musulmana de la región de Asia y Oceanía, como Bangladesh y Malaisia, donde se prohibió estudiar en algunos colegios a los niños y niñas ahmadíes y se pusieron grandes limitaciones al derecho de esta comunidad a la libertad de culto.


      Los musulmanes suníes fueron víctimas de discriminación en China. La población uigur, predominantemente musulmana y étnicamente diferenciada, siguió siendo reprimida y discriminada en la Región Autónoma Uigur del Sin-kiang. El gobierno chino invocó la amenaza inconcreta del terrorismo y la insurgencia para reprimir los derechos civiles y políticos e interferir con las prácticas religiosas de los uigures, mientras la afluencia de migrantes chinos de etnia han y la discriminación a su favor convertían a los uigures en ciudadanos de segunda clase en materia cultural, económica y social.


      También corrieron malos tiempos para otras minorías étnicas chinas. Al menos una decena de monjas y monjes o ex monjes tibetanos se prendieron fuego (se cree que seis de ellos murieron) en protesta por las restricciones a las prácticas religiosas y culturales, que incrementaron la sensación de alienación de los tibetanos y exacerbaron sus sentimientos de agravio. En Mongolia Interior la tensión étnica también fue elevada. En toda la región estallaron numerosas protestas cuando un camionero de etnia han que transportaba carbón al parecer mató a un pastor de etnia mongol.


      Conflictos armados e insurgencia


      La discriminación étnica y religiosa y los consiguientes agravios políticos y económicos fueron factores subyacentes a muchos de los diversos conflictos armados y situaciones prolongadas de insurgencia que afectaban a cientos de miles de personas en la región.


      Los conflictos que desde hacía decenios mantenía el gobierno de Myanmar con diversos grupos étnicos armados se reavivaron. Las fuerzas gubernamentales lucharon contra insurgentes de etnia karen, shan y kachin, y en su lucha desplazaron a decenas de miles de civiles y cometieron violaciones de derechos humanos y del derecho internacional humanitario constitutivas de crímenes contra la humanidad o crímenes de guerra.


      Los talibanes y otros grupos insurgentes de Afganistán perpetraron ataques generalizados y sistemáticos contra la población civil, y fueron responsables del 77 por ciento de las víctimas civiles del conflicto, según la ONU. Amnistía Internacional reiteró su llamamiento para que la Corte Penal Internacional investigara la situación, incluso cuando las fuerzas internacionales de asistencia al gobierno afgano comenzaron a transferir la responsabilidad en materia de seguridad a las fuerzas gubernamentales de Afganistán. Muchos grupos afganos de la sociedad civil, en particular grupos de mujeres, expresaron su temor a ser excluidos de las negociaciones con los grupos insurgentes, a pesar de que la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de la ONU pedía que las mujeres estuvieran representadas significativa y adecuadamente durante las conversaciones de paz.


      Continuaron los conflictos de menor intensidad en la isla de Mindanao, en Filipinas, así como en el sur de Tailandia, dos zonas en las que la minoría musulmana había sido privada históricamente de sus derechos ciudadanos y había sufrido un escaso desarrollo económico. Sin embargo, aún había esperanzas para Filipinas, ya que las partes en el conflicto parecían tratar de conseguir la paz pese a un breve estallido de violencia. En el sur de Tailandia, en cambio, la situación era complicada: los insurgentes seguían haciendo blanco de sus ataques a la población civil con la intención de intimidar a los habitantes de la zona y desplazar a los budistas y a otros grupos considerados leales al gobierno central. Por su parte, el gobierno central tailandés no cumplió su compromiso de depurar responsabilidades por las violaciones perpetradas por las fuerzas de seguridad, ni de ofrecer una respuesta estratégica y sostenible a las peticiones de un mayor desarrollo político y económico en la zona.


      El desarrollo económico relativamente escaso, en especial de las comunidades tribales adivasis, y la mala gobernanza dieron pábulo a la insurgencia en varios de los estados centrales y orientales de India. En los enfrentamientos entre los insurgentes maoístas y las fuerzas de seguridad murieron unas 250 personas. Los insurgentes recurrieron a la toma de rehenes y a los ataques indiscriminados, mientras que las fuerzas gubernamentales violaron sistemáticamente los derechos de las poblaciones locales a las que en teoría protegían. Reconociendo que la estrategia gubernamental era cuestionable, el Tribunal Supremo de India ordenó que se desmantelaran los grupos paramilitares de Chhattisgarh respaldados por el gobierno presuntamente responsables de graves violaciones de derechos humanos. El Tribunal Supremo permitió asimismo que Binayak Sen, preso de conciencia, fuera puesto en libertad bajo fianza mientras se resolvía el recurso contra la cadena perpetua que le había impuesto en 2010 un tribunal de distrito de Chhattisgarh por sedición y colaboración con grupos maoístas armados.


      Las fuerzas indias volvieron a ser criticadas en Jammu y Cachemira por violar los derechos humanos. En marzo, Amnistía Internacional publicó un informe que se ocupaba del uso indebido de la detención administrativa en aplicación de la Ley de Seguridad Pública, a raíz del cual el gobierno del estado se comprometió a reformar la Ley. En septiembre, la comisión de derechos humanos estatal encontró más de 2.700 cadáveres en enterramientos clandestinos e identificó 574 cadáveres como pertenecientes a personas de la zona desaparecidas, lo que desmentía la afirmación de las fuerzas de seguridad de que las personas enterradas allí eran insurgentes. La petición de la comisión de que el estado utilizara pruebas forenses avanzadas para identificar al resto de los cadáveres cayó en saco roto.


      Rendición de cuentas y justicia


      La impunidad por las violaciones de derechos humanos cometidas en el pasado afectó a muchos países de la región, especialmente a aquellos que se enfrentaban a su herencia de conflictos. La falta de justicia complicó los esfuerzos de reconciliación, y en muchos casos dibujó un panorama de injusticia y ausencia de rendición de cuentas por parte de las fuerzas de seguridad.


      Durante décadas, las comisiones especiales nombradas por Sri Lanka para abordar graves violaciones de derechos humanos habían resultado fallidas, y lo mismo sucedió con la labor de la Comisión de Experiencia Adquirida y Reconciliación. La Comisión terminó su mandato con un informe en el que figuraban varias recomendaciones útiles para mejorar la situación de los derechos humanos en el país, pero no investigó adecuadamente el papel de las fuerzas del gobierno en los ataques contra miles de civiles durante las últimas fases del conflicto contra los Tigres de Liberación de Eelam Tamil. Las conclusiones de la Comisión a este respecto fueron el resultado de un proceso plagado de deficiencias, y contrastaban con los resultados del Grupo de Expertos del secretario general de la ONU sobre la rendición de cuentas en Sri Lanka, según el cual existían denuncias creíbles de que ambas partes en el conflicto habían cometido crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad. El Grupo de Expertos recomendó que se abriera una investigación independiente sobre estas denuncias y se iniciara un examen de la actuación de la ONU durante el conflicto de Sri Lanka.


      Al no procurarse justicia se fomentó un clima de impunidad en el que hubo nuevos casos de desaparición forzada en el norte y el este de la isla, así como amenazas y ataques contra periodistas, activistas y personas críticas con el gobierno. Aunque el gobierno levantó el estado de excepción, mantuvo la represiva Ley de Prevención del Terrorismo e incluso añadió nuevos reglamentos que permitían la detención sin cargos ni juicio.


      En Camboya, las injerencias del gobierno también pusieron en peligro el proceso de rendición de cuentas por los crímenes perpetrados durante el periodo del Jemer Rojo, al cerrarse un caso sin una investigación completa y quedar paralizado otro. Y en Afganistán, algunos cargos oficiales destacados seguían ocupados por personas contra las que pesaban denuncias creíbles de responsabilidad en crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad.


      Mientras los acusados de violaciones de derechos humanos evadían la rendición de cuentas, muchos gobiernos utilizaban la flagelación para castigar a presuntos delincuentes, violando con ello la prohibición internacional relativa a las penas crueles, inhumanas o degradantes. Singapur y Malaisia siguieron imponiendo el castigo de azotes con vara para diversos delitos, como consumir alcohol, jugar y hallarse a solas en compañía de una persona del sexo contrario que no fuera cónyuge o familiar. En Maldivas, la presión de la oposición política hizo que el gobierno mantuviera el castigo de los azotes con vara.


      Personas migrantes y refugiadas


      La inseguridad, los desastres naturales, la pobreza y la falta de oportunidades adecuadas empujaron a cientos de miles de personas a buscar una vida mejor en otro lugar, tanto dentro como fuera de la región. Aunque numerosos gobiernos de la región dependían del trabajo migrante como necesidad económica básica, muchos seguían sin proteger adecuadamente los derechos de las personas que buscaban trabajo o refugio.


      Al menos 300.000 nepalíes emigraron al extranjero para evitar la pobreza y la herencia de un largo conflicto. Muchos de ellos lo hicieron engañados sobre sus condiciones laborales y trabajaban en condiciones que equivalían a trabajo forzoso. Aunque el gobierno nepalí promulgó leyes y mecanismos de reparación para proteger a sus trabajadores migrantes, las investigaciones de Amnistía Internacional documentaron que estas medidas no se aplicaban convenientemente debido a la escasa sensibilización de la opinión pública y a un seguimiento y un procesamiento inadecuados de los infractores.


      En Malaisia, importante país receptor para los migrantes de la región y escala para los solicitantes de asilo con destino a Australia, los migrantes indocumentados solían ser detenidos y encarcelados o azotados con vara. En abril, los migrantes recluidos en el centro de detención de Lenggeng, cerca de Kuala Lumpur, se amotinaron a causa de las malas condiciones de reclusión. El Tribunal Superior de Australia declaró nulo un acuerdo bilateral entre Australia y Malaisia para intercambiar 800 solicitantes de asilo que habían llegado por mar a Australia por 4.000 refugiados (fundamentalmente de Myanmar) que se encontraban en Malaisia en espera de ser reasentados. El Tribunal alegó falta de garantías jurídicas para los refugiados en Malaisia.


      Pasos adelante


      A pesar de los grandes obstáculos existentes, muchos activistas y defensores y defensoras de los derechos humanos de la región de Asia y Oceanía pudieron abrirse camino para lograr un mayor respeto de sus derechos, y el éxito logrado en un país sirvió de inspiración y ánimo en otros.


      En India, las comunidades adivasis de Orissa consiguieron en julio una victoria en su lucha por defender su forma de vida cuando el Tribunal Superior de este estado falló que el intento de Vedanta Aluminium de ampliar su refinería violaba el derecho de las comunidades al agua, a la salud y a un medio ambiente saludable, y que la ampliación supondría más abusos contra las comunidades adivasis.


      El primer ministro de Malaisia anunció en septiembre que trataría de derogar la Ley de Seguridad Interna, que entre otras cosas permitía la detención indefinida sin cargos ni juicio, y sustituirla por nuevas leyes sobre seguridad. La decisión se tomó en parte en respuesta al movimiento Bersih 2.0 (“Limpio”), que celebró una marcha en Kuala Lumpur en julio a la que asistieron miles de manifestantes pacíficos. La policía golpeó a los manifestantes, lanzó botes de gas lacrimógeno directamente contra la multitud y detuvo a más de 1.600 personas.


      En marzo, Malaisia anunció que había firmado el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional y que intentaría ratificarlo. Filipinas ratificó el Estatuto de Roma en noviembre.


      Tal vez el avance potencial más significativo respecto a la situación de los derechos humanos en la región fue la decisión de las autoridades de Myanmar de poner en libertad a más de 300 presos políticos durante el año y permitir a Aung San Suu Kyi presentarse a las elecciones parlamentarias. Las autoridades siguieron hostigando y deteniendo a algunos disidentes y activistas de la oposición, lo cual hizo sospechar que su principal intención al adoptar esas medidas era suavizar las sanciones impuestas al país, no iniciar un cambio genuino. Pero, como los hechos se encargaron de demostrar en Myanmar y en otros lugares, es a través de estos resquicios por donde los activistas políticos y los defensores y defensoras de los derechos humanos pueden hacer oír su voz y decidir cuál será su futuro.
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      EUROPA Y ASIA CENTRAL


       


       


       


       


      Estoy muy contento de estar en libertad. Le estoy sumamente agradecido a Amnistía Internacional, que ha hecho campaña desde el principio. En mi opinión, ustedes me han salvado. Gracias a todas las personas que han tuiteado.


       


      Eynulla Fatullayev, periodista y preso de conciencia de Bakú, Azerbaiyán


       


       


      Un día de primavera, de madrugada, llegó a su fin en un pequeño pueblo de Serbia una de las mayores operaciones de búsqueda y captura de la historia europea. El general Ratko Mladić, buscado entre otras cosas por el asesinato de 8.000 varones adultos y menores de edad en Srebrenica, por fin compareció ante la justicia. Dos meses después, el serbocroata Goran Hadžić, último prófugo del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, también fue detenido en Serbia y, posteriormente, trasladado a La Haya.


      Estas detenciones fueron dos hitos para las víctimas de los terribles crímenes cometidos en la antigua Yugoslavia durante los conflictos armados de la década de 1990. Ordenadas hacía tiempo, permitieron a los sobrevivientes abrigar esperanzas de obtener al fin verdad, justicia y reparación. Sin embargo, otras muchas personas seguían esperando en toda la región a que se les brindara también la oportunidad de ver que se hacía justicia sin más demoras.


      Libertad de expresión


      En agudo contraste con los movimientos de esperanza y cambio surgidos en todo el mundo árabe, los regímenes autocráticos de varios Estados sucesores de la Unión Soviética reforzaron su control del poder. Aplastaron las protestas, detuvieron a líderes de la oposición y silenciaron las voces disidentes. La esperanza que había acompañado a la desintegración de la Unión Soviética 20 años atrás debió de parecer a muchos un recuerdo lejano.


      En Bielorrusia se prohibieron y disolvieron las protestas por el presunto fraude electoral del año anterior, se detuvo y multó a cientos de manifestantes y se impusieron restricciones aún más draconianas a la libertad de reunión. También se actuó contra las ONG de derechos humanos que expresaron críticas. En Azerbaiyán, las manifestaciones contra el gobierno estaban prohibidas en la práctica, y los intentos de protesta de un reducido número de personas críticas con el gobierno desencadenaron una nueva campaña de represión e intimidación. Las manifestaciones convocadas en marzo y abril para protestar por la corrupción y pedir mayores libertades civiles y políticas se prohibieron sin justificación y se disolvieron por medios violentos a pesar de su carácter pacífico. Como en Bielorrusia, los periodistas y las ONG que expresaron críticas también sufrieron la dura respuesta de las autoridades: se cerraron cinco organizaciones de derechos humanos y varios periodistas informaron de casos de intimidación y acoso inmediatamente después de las protestas.


      En Asia Central, Turkmenistán y Uzbekistán continuaron restringiendo gravemente el derecho a la libertad de expresión y de asociación. Se seguía negando la inscripción en el registro a los partidos políticos realmente de oposición y, con raras excepciones, no se permitía actuar libremente a los activistas sociales. Se vigilaba por sistema a los periodistas y defensores y defensoras de los derechos humanos críticos con el gobierno, que corrían peligro de sufrir palizas, detención y juicio injusto. En Tayikistán, Kazajistán y Kirguistán se celebraron nuevos juicios sin las debidas garantías y hubo casos de hostigamiento de personas que criticaban al gobierno y ponían al descubierto abusos cometidos por funcionarios públicos.


      En Rusia no hubo un panorama uniforme. Como en otras partes de la región, se hostigó, intimidó y sometió a palizas a defensores y defensoras de los derechos humanos y a periodistas por denunciar abusos. A menudo se prohibieron manifestaciones antigubernamentales y se impusieron multas o breves periodos de reclusión a sus organizadores y a los participantes en ellas. La mayoría de los principales medios de comunicación y cadenas de televisión continuaban sometidos a la poderosa influencia de las autoridades locales y nacionales, algo habitual en la región. Sin embargo, el activismo cívico siguió creciendo y hubo diversas causas que concitaron un apoyo popular generalizado, entre ellas la defensa del medio ambiente y la lucha contra los abusos cometidos por funcionarios públicos. Internet se mantuvo relativamente a salvo del control de las autoridades y creció en importancia como fuente alternativa de información y foro de intercambio de opiniones.


      En este contexto, en diciembre tuvieron lugar las manifestaciones más multitudinarias que se celebraban en Rusia desde la desintegración de la Unión Soviética, desencadenadas por las denuncias generalizadas y los numerosos casos documentados de fraude electoral en las elecciones parlamentarias que habían supuesto el retorno al poder del partido Rusia Unida, del primer ministro Putin, con un porcentaje de votos considerablemente reducido. Las protestas espontáneas que se produjeron al principio en todo el país en los días posteriores a las elecciones fueron disueltas una tras otra, y cientos de personas fueron multadas o condenadas a breves periodos de cárcel. Las manifestaciones convocadas en Moscú durante las semanas siguientes no pudieron prohibirse dadas sus dimensiones, y transcurrieron de manera pacífica.


      En Turquía, los periodistas con actitud crítica y los activistas políticos kurdos, entre otras personas, se exponían a ser sometidos a juicio sin garantías al denunciar la situación de la población kurda del país o criticar a las fuerzas armadas. Continuaron las amenazas de violencia contra personas destacadas por exponer abiertamente sus opiniones, y en noviembre entraron en vigor nuevas normativas que suscitaron más preocupación con respecto a la restricción arbitraria de sitios web.


      Personas en movimiento


      En el contexto de la agitación política del norte de África y Oriente Medio, miles de refugiados y migrantes emprendieron la peligrosa aventura de intentar llegar por mar a Europa en busca de seguridad y un futuro estable, a menudo en embarcaciones sobrecargadas y sin condiciones para la navegación. Según cálculos conservadores, al menos 1.500 personas perecieron ahogadas en el intento, entre las que había niños y mujeres embarazadas. En lugar de tomar medidas para impedir esas muertes en el mar, como incrementar el número de operaciones de búsqueda y rescate, la respuesta de la Unión Europea fue aumentar la capacidad de Frontex, su agencia de seguridad de fronteras, para disuadir de llegar a Europa por el Mediterráneo. Se denunció que la OTAN no había rescatado a personas en situación de peligro en el mar, pese a que la principal justificación esgrimida para la intervención militar en Libia era evitar víctimas civiles.


      Quienes sobrevivían al viaje solían encontrarse con una Europa más bien hostil. En lugar de una respuesta humanitaria a la crisis, la reacción característica de los Estados europeos siguió siendo la aplicación de un enfoque basado en el control de los flujos migratorios y en la vigilancia de las fronteras.


      Miles de personas que consiguieron llegar a la isla italiana de Lampedusa soportaron duras condiciones de acogida como consecuencia de la falta de medidas de las autoridades italianas para responder a la creciente afluencia de refugiados y migrantes.


      Los recién llegados a la isla a menudo quedaban abandonados a su suerte: muchos debían dormir a la intemperie, con acceso escaso o nulo a servicios de higiene y saneamiento. Llegar a las costas europeas tampoco era garantía de protección: en abril, tras un acuerdo entre el gobierno italiano y las autoridades tunecinas, Italia empezó a efectuar expulsiones sumarias y colectivas de tunecinos a Túnez.


      Muchos países europeos, entre ellos Francia y Reino Unido, se negaron a reasentar en su territorio a personas desplazadas por el conflicto armado de Libia, a pesar de haber participado en él bajo el mando de la OTAN.


      En toda la región, los Estados continuaron cometiendo violaciones de derechos humanos asociadas a la interceptación, detención y expulsión de ciudadanos extranjeros, incluidas personas con derecho a recibir protección internacional. La detención como instrumento de disuasión y control era, más que un último recurso legítimo, una práctica generalizada.


      Los sistemas de determinación del asilo defraudaban a menudo a quienes buscaban protección, entre otras cosas porque en países como Alemania, Finlandia, Francia, Países Bajos, Reino Unido, Suecia y Suiza se aplicaban procedimientos acelerados que no contenían salvaguardias adecuadas contra la devolución a lugares donde hubiera peligro de sufrir abusos contra los derechos humanos. Se devolvió a personas desde Turquía y Ucrania sin que hubieran tenido siquiera acceso a los sistemas de solicitud de asilo de estos países.


      Tras la sentencia histórica dictada en enero por la Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la causa M.S.S. v. Belgium and Greece, varios Estados europeos suspendieron la devolución de solicitantes de asilo a Grecia en aplicación del Reglamento Dublín II, en vista de que el país carecía de un sistema operativo de determinación de los casos de asilo. No obstante, algunos Estados continuaron llevando a cabo devoluciones a países como Irak y Eritrea en contra de lo aconsejado por el ACNUR, la agencia de la ONU para los refugiados, así como devoluciones de romaníes a Kosovo a pesar de que allí corrían peligro real de persecución y discriminación.


      En toda la región, cientos de miles de personas continuaron desplazadas a causa de los conflictos derivados de la desintegración de la antigua Yugoslavia y la Unión Soviética, sin poder regresar a sus hogares debido en muchos casos a su condición jurídica –o la falta de ella– y a la discriminación que sufrían en el acceso a ciertos derechos, entre ellos el de tenencia de la propiedad.


      Al negociar una nueva legislación de la UE sobre asilo, los Estados miembros no abordaron las deficiencias de sus sistemas de determinación del asilo y de las disposiciones relativas a la transferencia de solicitantes al primer país de la UE al que hubieran llegado.


      Discriminación


      Aunque la discriminación seguía afectando a millones de personas en toda la región, los gobiernos continuaron sin dar prioridad a la aplicación de políticas para combatirla, aduciendo otras necesidades urgentes. Alegaron factores económicos, pese a que existían múltiples indicaciones de que las personas que ya sufrían marginación corrían el riesgo de que se agravaran las desigualdades que ya sufrían. O tan sólo intentaron eludir sus obligaciones, como hizo el gobierno neerlandés, que en julio declaró públicamente que la principal responsabilidad de erradicar la discriminación recaía en los ciudadanos.


      De hecho, algunos gobiernos y autoridades, en lugar de contrarrestar los estereotipos y prejuicios que fomentaban la intolerancia y el odio, los reforzaron. La institución encargada de velar por la igualdad en Rumania llamó la atención al presidente del país en dos ocasiones por declaraciones contra los romaníes realizadas por televisión.


      Tanto las legislaciones nacionales como la legislación europea contra la discriminación siguieron presentando deficiencias. En algunos casos se perdió la oportunidad de solucionarlas debido a la reticencia de autoridades públicas o coaliciones de gobierno preocupadas por la posibilidad de que reforzar la protección sirviera de estímulo a la oposición política. En Moldavia hubo críticas a la inclusión de la orientación sexual como motivo prohibido de discriminación en el nuevo proyecto de ley contra la discriminación, por lo que el proceso de aprobación se paralizó. En España no se aprobó un nuevo proyecto de ley contra la discriminación antes de las elecciones parlamentarias de noviembre. En el ámbito europeo, el Consejo de la Unión Europea continuó con el debate de la nueva legislación contra la discriminación en toda la UE presentada en 2008, si bien los participantes demostraron estar más interesados en suavizar las propuestas o archivarlas que en aprobarlas. Además, la Comisión Europea no hizo cumplir la legislación vigente, como la Directiva sobre la Igualdad Racial o la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, pese a las continuas infracciones de los Estados miembros.


      En varias ocasiones se criticaron públicamente normas nacionales y regionales contra la discriminación y se cuestionó su legitimidad. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos había tenido un papel fundamental en la aplicación de la prohibición de la discriminación consagrada en el Convenio Europeo y en el afianzamiento de la prohibición de discriminar por motivos específicos, como la identidad de género y la orientación sexual. Sentencias dictadas por el Tribunal en el pasado, como la que establecía que la segregación del alumnado romaní en las escuelas era discriminatoria, no se aplicaron en varios países, como la República Checa y Croacia.


      La ratificación unánime de los principales instrumentos regionales de derechos humanos, que habría reforzado la protección, no se produjo. Por ejemplo, ningún país firmó ni ratificó en 2011 el Protocolo 12 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que prohíbe la discriminación. Como dato más positivo, el Consejo de Europa aprobó en mayo el nuevo Convenio sobre Prevención y Lucha contra la Violencia contra las Mujeres y la Violencia Doméstica, que a continuación firmaron 18 países de la región.


      Además de no reforzar los mecanismos nacionales ni europeos para abordar la discriminación, algunos gobiernos se mostraron proclives a preservar instrumentos discriminatorios o a promover su creación. Numerosos Estados mantenían legislación, políticas y prácticas que discriminaban a los romaníes en el disfrute del derecho a la vivienda, y en varios países de la región, entre ellos Francia, Italia y Serbia, continuaron los desalojos forzosos de comunidades romaníes. En Rusia y Lituania se aprobaron propuestas legislativas que discriminaban a las personas por su identidad de género u orientación sexual.


      La falta de protección jurídica integral y de una sólida defensa de los derechos por parte de quienes ocupaban puestos de autoridad volvió a tener consecuencias adversas para la vida de las personas. La hostilidad y la discriminación, frecuentemente promovidas por partidos populistas de signo ultraderechista contra minorías étnicas y religiosas y contra personas de determinada orientación o identidad sexual, seguían siendo motivo de preocupación en toda la región. Lesbianas, gays, bisexuales y personas transgénero, además de migrantes y miembros de las comunidades romaní y musulmana, entre otros, fueron víctimas de ataques basados en el odio. Siguieron sin abordarse adecuadamente los crímenes de odio debido a lagunas en la legislación, sistemas de denuncia deficientes, investigaciones inadecuadas, defectos del sistema de justicia penal y falta de confianza en la policía. Los arraigados prejuicios y estereotipos también dieron lugar a conducta indebida basada en motivos étnicos por parte de funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.


      En muchos países de la región se sometió a debate la prohibición general del velo integral. En Bélgica y Francia entraron en vigor leyes nacionales al respecto. Los debates entablados en torno a estas medidas, que a menudo se basaron en suposiciones y no en datos fiables, contribuyeron a la estigmatización de la comunidad musulmana. Las autoridades esgrimían opiniones estereotipadas sobre símbolos considerados musulmanes, como el pañuelo, en lugar de contrarrestarlas. Llevar prendas de vestir y símbolos culturales y religiosos concretos siguió dando lugar a discriminación contra los musulmanes, en particular contra las mujeres, en el empleo y la educación.


      Seguridad y medidas antiterroristas


      Los gobiernos europeos continuaron poniendo trabas a los esfuerzos concertados por hacerlos rendir cuentas por su presunta complicidad en los programas de entrega y detención secreta dirigidos por la CIA. Algunos publicaron nuevos datos relativos a su participación en estas operaciones, o fueron acusados una vez más de esa complicidad con la revelación de nuevas pruebas por parte de las ONG o los medios de comunicación. Otros llevaron a cabo investigaciones anodinas o intentaron hacer creer que iban a realizarlas, propusieron investigaciones que no cumplían las normas mínimas de derechos humanos o se limitaron a negar toda implicación a pesar de existir abundantes pruebas de ella. En marzo, el Parlamento Europeo aprobó un informe de seguimiento de otro aprobado en 2007 sobre la complicidad de países europeos en estas operaciones dirigidas por la CIA, a fin de garantizar el cumplimiento de las resoluciones que había dictado sobre la obligación de investigar las denuncias de abusos contra derechos humanos fundamentales.


      En enero, Lituania cerró bruscamente su investigación sobre dos centros de detención secreta establecidos por la CIA en territorio lituano, aduciendo razones técnicas y de secreto de Estado. En octubre, el gobierno se negó a reabrir la investigación a pesar de nuevas pruebas verosímiles de un posible vuelo de entrega de Marruecos a Lituania, presentadas por las ONG a las autoridades en septiembre. El protocolo de la investigación de detenidos del gobierno británico, publicado en junio, se encontró con la firme oposición de ONG y de expertos en derechos humanos internacionalmente reconocidos, así como de ex detenidos y sus representantes, debido a la preocupación que suscitaban el control gubernamental sobre la revelación de información, las vistas a puerta cerrada y la ausencia de disposiciones que garantizaran una participación significativa de las víctimas. Muchos grupos y particulares aseguraron que no cooperarían con la investigación mientras no se revisara el protocolo, pero al final del año no se había hecho en él ningún cambio.


      En agosto, las autoridades polacas ampliaron su investigación sobre la presencia de un lugar secreto de la CIA en su territorio, pero continuaron poniendo trabas para acceder a la información a los abogados de las dos víctimas identificadas y no revelaron información alguna sobre el progreso de la investigación. Las autoridades rumanas negaron rotundamente la información revelada por los medios de comunicación en diciembre, según la cual se había identificado un lugar secreto de la CIA en Bucarest. Continuaron negando con rotundidad toda acusación de implicación en las operaciones de la CIA a pesar de la existencia de pruebas convincentes de que Rumania había participado de manera voluntaria y comprometida en estos programas.


      Las autoridades finlandesas publicaron datos de vuelos realizados en octubre y noviembre que indicaban que un avión en misión de entrega había aterrizado en su territorio y tomaron nota de los llamamientos realizados para que se llevara a cabo una investigación independiente sobre la presunta complicidad del gobierno, pero al final del año no habían tomado ninguna decisión. Una investigación anunciada en noviembre sobre la presunta complicidad de Dinamarca se circunscribía a Groenlandia y sólo suponía una “revisión documental” de la información previamente recopilada en el curso de la investigación parlamentaria.


      Ante las obstrucciones a la investigación de ámbito nacional, algunas víctimas de entrega presentaron demandas ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos con la esperanza de que allí se tomara alguna medida de rendición de cuentas. Había causas pendientes ante el Tribunal contra Lituania, Macedonia y Polonia.


      Continuó el debilitamiento de las salvaguardias de los derechos humanos en toda la región como consecuencia de las políticas y prácticas utilizadas para combatir el terrorismo. El uso de garantías diplomáticas carentes de fiabilidad para expulsar a personas que presuntamente representaban un peligro para la seguridad nacional fue en aumento en países de toda la región, como Alemania, Bélgica, Italia y Reino Unido. En noviembre, la ONU criticó a Alemania por colaborar con servicios de inteligencia que aplicaban por sistema métodos de coacción en los interrogatorios. En varios países, especialmente en Reino Unido, se utilizaban órdenes de control y otras formas de control social que constituían privación de la libertad, en vez de un proceso penal completo y con las consiguientes salvaguardias.


      En Turquía se iniciaban gran número de causas en aplicación de una legislación antiterrorista defectuosa, que habitualmente incumplían las normas relativas a juicios justos. Muchos de los procesados eran activistas políticos, entre los cuales había estudiantes, periodistas, escritores, abogados y profesores universitarios. Se los interrogaba por sistema sobre actividades protegidas por el derecho a la libertad de expresión.


      En Rusia, la situación en materia de seguridad seguía siendo irregular e inestable en el Cáucaso septentrional. Continuaron los ataques de grupos armados contra agentes encargados de hacer cumplir la ley y otros funcionarios, y la población civil se vio atrapada en el fuego cruzado y en ocasiones fue atacada deliberadamente. En toda la región, las operaciones de seguridad con frecuencia iban acompañadas de graves violaciones de derechos humanos. Se tuvo noticia de casos de intimidación de testigos, así como de hostigamiento y homicidio de periodistas, abogados y activistas de derechos humanos.


      En España, el grupo armado separatista vasco ETA anunció el fin de la lucha armada. En cambio en Turquía hubo muertes de civiles tanto por bombardeos del ejército como por atentados con explosivos de grupos armados.


      Impunidad en situaciones de posconflicto


      A pesar de la detención de los dos últimos inculpados del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, se avanzó lentamente en la búsqueda de soluciones al problema de la impunidad de los delitos cometidos durante los conflictos armados de la década de 1990. Hubo falta de capacidad y de compromiso, y se retrocedieron algunos pasos. En Croacia, el presidente y las autoridades judiciales pusieron en marcha algunas iniciativas para abordar lo sucedido en el país durante la guerra, pero el gobierno apenas tomó medidas. En cambio, destacadas figuras políticas participaron en ataques a la justicia internacional, y el Parlamento aprobó una ley que contravenía la obligación de Croacia de cooperar con la República de Serbia en materia penal. También se obstaculizó la cooperación regional al no eliminarse las barreras jurídicas a la extradición de acusados de crímenes de guerra entre Bosnia y Herzegovina, Croacia, Serbia y Montenegro.


      Un decenio después del conflicto armado de 2001 de Macedonia, los casos de procesamiento por crímenes de guerra que el Tribunal Penal para la ex Yugoslavia había devuelto se anularon debido a la aprobación en el Parlamento en julio de una nueva interpretación de la Ley de Amnistía que en la práctica garantizaba la inmunidad frente al procesamiento ante tribunales nacionales.


      En Kirguistán, a pesar de haber facilitado el establecimiento de dos comisiones de investigación independientes, las autoridades no investigaron eficaz e imparcialmente la violencia de 2010 y sus secuelas.


      Tortura y otros malos tratos


      Los sistemas de justicia también defraudaron con excesiva frecuencia a las víctimas de tortura y otros malos tratos al no obligar a responder de sus actos a los responsables. Algunos obstáculos para la rendición de cuentas fueron la imposibilidad de acceder con prontitud a un abogado, la falta de ímpetu de los fiscales para investigar las denuncias, el miedo a sufrir represalias, la levedad de las penas impuestas a los agentes de policía declarados culpables y la ausencia de sistemas con independencia suficiente para dar seguimiento a las denuncias e investigar los casos graves de conducta policial indebida.


      Persistieron algunas bolsas de impunidad arraigada. En Uzbekistán, aunque las autoridades aseguraban que la práctica de la tortura se había reducido de manera significativa y se había aprobado legislación para mejorar el trato a los detenidos, continuó recibiéndose información durante todo el año sobre decenas de casos de tortura y otros malos tratos a personas detenidas y presas. En Turquía fue anulada en apelación una histórica sentencia de 2010 en la que, por primera vez en la historia del derecho turco, se habían impuesto largas penas de prisión a funcionarios del Estado por causar la muerte mediante tortura. Siguieron denunciándose numerosos casos de tortura en Ucrania y también en Rusia, a pesar de las superficiales reformas de la policía.


      En otras partes de la región, como Grecia y España, hubo denuncias de uso excesivo de la fuerza y malos tratos por parte de la policía en sus intentos de disolver manifestaciones contra medidas de austeridad.


      Pena de muerte


      Bielorrusia, que seguía siendo el único país de la región que todavía aplicaba la pena capital, ejecutó a dos hombres dentro de un sistema de justicia penal defectuoso, en el que todo el proceso continuaba rodeado de secreto. Las ejecuciones se llevaron a cabo a pesar de que el Comité de Derechos Humanos de la ONU había pedido formalmente su aplazamiento para poder examinar ambos casos.


      Conclusión


      Las detenciones de Ratko Mladić y Goran Hadžić transmitieron un contundente mensaje no sólo a las personas afectadas, sino a toda la región. Un mensaje de esperanza ante largos años de espera, pero también de advertencia a todos los que pensaban que podían eludir la acción de la justicia gracias a amigos o vecinos influyentes o a oscuros intereses creados. Fueron el testimonio de lo que se podía conseguir cuando las personas, la sociedad civil, los gobiernos y la comunidad internacional se comprometían a respetar los derechos humanos universales.


      Aun así, demasiadas personas seguían cayendo por la brecha que separaba la retórica de los derechos humanos de la realidad de su cumplimiento en la región. El apoyo firme a los derechos humanos se consideraba a menudo incompatible con la defensa de la seguridad del Estado o el suministro energético. Hubo desafíos a la independencia y la autoridad del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y, con excesiva frecuencia, la UE se mostró como un tigre sin colmillos ante las violaciones de derechos humanos cometidas por sus Estados miembros. Asimismo, los Estados siguieron sin cumplir su principal obligación: respetar y defender todos los derechos humanos para todas las personas.
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      ORIENTE MEDIO Y NORTE DE ÁFRICA


       


       


       


       


      No tememos que nos maten, nos hieran, nos detengan o nos torturen. Ya no hay miedo. La gente quiere vivir con dignidad. Así que no vamos a parar.


       


      Ahmed Harara, dentista que resultó herido en un ojo por impactos de perdigones durante las manifestaciones de Egipto el 28 de enero de 2011 y luego en el otro, el 19 de noviembre de 2011, por lo que se quedó ciego


       


       


      Para los pueblos y los Estados de Oriente Medio y el norte de África, 2011 fue absolutamente trascendental. Fue un año de agitación y levantamientos populares sin precedentes, en el que el estallido de la presión, las reivindicaciones y las protestas reprimidas de una generación incipiente acabó con una sucesión de gobernantes de larga data, que parecían casi invencibles hasta poco antes de su caída. Al final del año algunos de éstos seguían aferrados al poder, aunque recurriendo a métodos extremadamente despiadados y con un futuro incierto. En ese momento, toda la región continuaba estremeciéndose entre continuos temblores y réplicas del terremoto político y social de los primeros meses del año. Aunque aún quedaban muchos interrogantes, parecía probable que los acontecimientos de 2011 revistieran a la larga la misma relevancia para los pueblos de la región que la caída del Muro del Berlín, y del Imperio soviético para los de Europa y Asia Central.


      En toda la región de Oriente Medio y el norte de África, el año 2011 se caracterizó por las demandas multitudinarias de cambio, en las que se reivindicaba: mayor libertad para hablar y actuar sin el temor paralizador que infundía la represión del Estado; transparencia y rendición de cuentas de los gobiernos y erradicación de la corrupción generalizada de los altos cargos; más empleo, oportunidades de trabajo más justas y medios para alcanzar un nivel de vida mejor, y justicia y derechos humanos, incluido el derecho de las personas a hacer su vida y formar una familia con dignidad y seguridad. Cientos de miles de personas –entre las que las mujeres ocupaban posiciones de vanguardia bien visibles– abarrotaron las calles de Túnez, El Cairo, Bengasi, Saná y muchas ciudades más de la región para apoyar estas reivindicaciones y exigir cambios. Continuaron haciéndolo a pesar de las matanzas causadas en sus filas por las fuerzas de seguridad de los gobiernos. Lo hicieron con determinación, resolución y auténtico coraje, liberándose así del miedo que sus gobiernos llevaban tanto tiempo tratando de sembrar entre ellas para tenerlas quietas y calladas. Al menos por una vez, el concepto de poder del pueblo quedó totalmente claro en toda la región y la sacudió hasta sus cimientos.


      Inicialmente, las protestas dieron expresión sobre todo a la frustración del pueblo ante la pasividad de sus líderes a la hora de responder a sus necesidades y aspiraciones. Esos líderes reaccionaron, como era de esperar, mandando a su policía antidisturbios y a sus agentes de seguridad a aplastar las protestas, pero sólo consiguieron avivar el fuego y aumentar la indignación y la rebeldía populares. A medida que los manifestantes eran abatidos a tiros a sangre fría y sufrían detenciones masivas, torturas y abusos, la ira popular se afianzaba. Sin dejarse intimidar por el derramamiento de sangre, cada vez se concentraba más gente en las calles para exigir la destitución o el derrocamiento de unos líderes nacionales que se habían ganado su desconfianza y su desprecio mientras trataban de consolidar dinastías familiares para perpetuarse en el poder. La rápida caída del presidente tunecino, Zin el Abidín ben Alí, y a continuación del egipcio, Hosni Mubarak, resonó en toda la región y envió un mensaje de esperanza a quienes abogaban por cambios y reformas en otros Estados. Durante cierto tiempo pareció que una nueva forma de efecto dominó alejaría del poder a otros gobernantes represivos y autoritarios. En el plazo de unos meses, en Libia acabaron abrupta y sangrientamente 42 años de abusos cometidos bajo el gobierno del coronel Muamar al Gadafi, y en Yemen y Siria, arraigados regímenes luchaban desesperadamente ya por su supervivencia ante el continuo clamor de las masas, que pedían su desaparición. En Bahréin, el gobierno se valió de la represión y el uso excesivo de la fuerza para asfixiar las protestas, pese a lo cual al acabar el año se había comprometido a llevar a cabo reformas políticas y de derechos humanos. En Estados como Argelia, Jordania y Marruecos, quienes ocupaban el poder se apresuraron a prometer reformas y mayor participación del pueblo en el gobierno, y en países ricos en petróleo y gas, como Arabia Saudí y otros Estados del Golfo, los gobernantes utilizaron sus reservas económicas para tratar de atender las demandas sociales y congraciarse con la población.


      Levantamientos


      El año comenzó con Túnez en ebullición. Durante algún tiempo, el presidente Ben Alí trató de sofocar las protestas por la fuerza bruta, tal como había hecho en 2008 en la región de Gafsa. En pocas semanas murieron violentamente unos 300 tunecinos, pero esta vez las muertes no debilitaron la determinación de los manifestantes. El 14 de enero, Ben Alí se dio por vencido. Con otros miembros de su clan, subió a bordo de un avión para buscar refugio en Arabia Saudí. Fue un momento apasionante, en el que tanto los gobiernos como los pueblos de la región comprendieron que se había conseguido lo que hasta entonces parecía impensable: hacer huir a un gobernante autocrático que llevaba más de 20 años en el poder. La precipitada caída de Ben Alí hizo sonar las alarmas de los demás gobiernos represivos de la región, mientras que para las multitudes que siguieron el desarrollo de los acontecimientos en Al Yazira y otras cadenas de televisión, el levantamiento tunecino supuso el renacer de la esperanza y les hizo sentir que también ellas podían lograr lo que el pueblo de Túnez había conseguido.


      Dos semanas después, los hechos de Túnez se reproducían a mayor escala aún en Egipto. La plaza de Tahrir de El Cairo se convirtió en el centro de gravedad y en decisivo campo de batalla, donde la población egipcia exponía sus reivindicaciones de cambio. Organizándose y coordinando sus actividades con ayuda de Internet, las redes sociales y los teléfonos móviles, en 18 días los manifestantes forjaron la “Revolución del 25 de Enero” y provocaron la caída del presidente Mubarak tras 30 años ininterrumpidos en el poder. Lo consiguieron a pesar de la feroz represión de las fuerzas de seguridad y de los matones a sueldo del gobierno: murieron al menos 840 personas, más de 6.000 resultaron heridas y millares más fueron detenidas, golpeadas o torturadas. El 11 de febrero, Hosni Mubarak anunció su dimisión y fue sustituido por el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas. Se retiró a su mansión de Sharm el Sheij, centro turístico del mar Rojo, hasta que, en agosto, fue citado en un tribunal de El Cairo para ser juzgado por corrupción y por ordenar el homicidio de manifestantes.


      El derrocamiento de Mubarak, que se produjo bajo los focos de los medios de comunicación internacionales, desencadenó una sucesión de convocatorias de manifestaciones masivas en otras ciudades de la región. En Bahréin, a partir de febrero, los manifestantes, pertenecientes sobre todo a la mayoría musulmana chií del país, organizaron actos pacíficos y levantaron un campamento de protesta en la plaza de la Perla de la capital, Manama, para exigir mayor participación en la dirección del país y el fin de su presunta marginación por parte del gobierno de la familia Al Jalifa. Días más tarde, los manifestantes fueron desalojados con fuerza excesiva, que adquirió proporciones de brutalidad aún mayores cuando se reanudaron las protestas en marzo. En Irán, los líderes de las manifestaciones multitudinarias que el gobierno había aplastado en 2009 convocaron nuevas protestas y fueron puestos bajo arresto domiciliario por ello.


      En Argelia, para disuadir de convocar manifestaciones, el gobierno sacó a la calle a numerosos agentes de seguridad, pero trató también de rebajar las tensiones levantando el odiado estado de excepción, que llevaba 19 años en vigor. El sultán Qabús bin Said de Omán prometió crear miles de puestos de trabajo, mejoró las prestaciones de desempleo y ordenó la liberación de los manifestantes detenidos. El gobierno de Arabia Saudí repartió entre la ciudadanía más de 100.000 millones de dólares estadounidenses, según informes, al tiempo que recordaba que las manifestaciones públicas estaban prohibidas y movilizaba a las fuerzas de seguridad para que actuaran contra cualquier persona que participara en el “Día de la Ira” que se había convocado en Riad.


      En Yemen, las protestas comenzaron en enero, a causa de una propuesta de reforma constitucional que permitía al presidente Alí Abdulá Salé perpetuarse en el poder y ceder luego el relevo a su hijo. Continuaron durante todo el año, alentadas por lo ocurrido en Egipto y en otros lugares, mientras las fuerzas del presidente Salé disparaban indiscriminadamente contra las multitudes y él maniobraba para tratar de conservar su largo monopolio del poder. Al concluir el año, la posición del presidente yemení se encontraba gravemente erosionada. Sin embargo continuaba aferrado al poder, mientras el Consejo de Cooperación para los Estados Árabes del Golfo Pérsico le ofrecía inmunidad de procesamiento a pesar de los numerosos homicidios ilegítimos y otras violaciones graves de derechos humanos cometidos por sus fuerzas. La impunidad garantizada al presidente Salé y a otros responsables constituyó un atentado contra la justicia y una indignante traición a las víctimas de los crímenes de su régimen.


      En Libia, situada geográficamente entre Túnez y Egipto, los acontecimientos de estos dos países hicieron renacer la esperanza en un pueblo que, tras 42 años de gobierno de Muamar al Gadafi, carecía de libertad de expresión y de partidos políticos, sindicatos y organizaciones de la sociedad civil independientes. Para mantenerse durante tanto tiempo en el poder, Gadafi había enfrentado a una parte de la población contra otra, favoreciendo a quienes consideraba leales y reprimiendo sin piedad la disidencia. Aunque anteriormente había estado excluido de la comunidad internacional por su presunto patrocinio del terrorismo, en los últimos años gozaba de un prometedor acercamiento a las democracias occidentales, gracias al desarrollo de la industria petrolera en Libia y a la importancia que había cobrado el país como lugar de tránsito hacia Europa para personas refugiadas y migrantes de África. Gadafi siguió mostrándose confiado y con un firme control de la situación ante la caída de Ben Alí y Hosni Mubarak, pero en febrero estallaron manifestaciones contra el gobierno que desembocaron en una revuelta popular también en Libia. La rebelión degeneró rápidamente hasta convertirse en un conflicto armado internacional, con participación de la OTAN, que terminó el 20 de octubre con la captura de Gadafi y su violenta muerte cuando trataba de huir del asedio a su bastión de la ciudad de Sirte. Asumió entonces el poder un Consejo Nacional de Transición, pero al finalizar el año aún no había afianzado su autoridad, y Libia estaba atestada de armas y de milicias armadas que represaliaban a los presuntos miembros de las fuerzas leales a Gadafi y constituían una amenaza constante para la seguridad pública.


      En Siria, donde gobernaba desde 1970 la familia Al Asad, se observaron en febrero las primeras señales de protesta, aunque tímidas y vacilantes. Sin embargo, en la meridional ciudad de Dera, al detener las fuerzas de seguridad a unos niños que habían escrito en un muro consignas contra el gobierno y, según informes, someterlos a abusos, prendió la mecha de unas protestas masivas que se propagaron rápidamente de una ciudad a otra. El gobierno, que se encontraba desprevenido, cerró el país a los medios de comunicación internacionales y a los observadores independientes. A continuación lanzó una implacable represión contra manifestantes inermes, valiéndose de francotiradores apostados en los tejados, disparando contra la multitud y desplegando tanques del ejército en ciudades y pueblos, al tiempo que afirmaba que los homicidios eran obra de misteriosas bandas armadas contrarias al gobierno. Según informes de la ONU, al concluir el año habían muerto unas 5.000 personas, en su mayoría civiles, y los heridos y detenidos se contaban por miles. En ciertos rincones del país parecía haber comenzado una incipiente guerra civil entre las fuerzas del régimen y soldados que habían desertado para unirse a las protestas.


      El gobierno de Siria trató de ocultar la envergadura de las protestas y la violencia de su respuesta, pero en general no lo consiguió, gracias al valor y la determinación de activistas y testigos locales, que grabaron las matanzas con las cámaras de sus teléfonos móviles y publicaron cientos de vídeos en Internet. Algunas de estas imágenes mostraban cuerpos de personas torturadas hasta la muerte bajo custodia y, en varios casos, mutiladas; algunos eran de niños.


      Respuesta internacional


      Los gobiernos de Estados Unidos y de otros países occidentales, que desde hacía tiempo habían sido importantes aliados de los líderes autocráticos de Túnez y Egipto, no fueron conscientes al principio de la trascendencia de las protestas y tardaron en reaccionar. Sin embargo, al poco tiempo se apresuraron a revisar sus políticas, reconociendo finalmente la naturaleza abusiva de los regímenes cuya continuidad peligraba. Cuando Libia se sumió en un conflicto armado, intervinieron enérgicamente contra el coronel Gadafi con apoyo de los principales Estados del Golfo y amparándose en un mandato del Consejo de Seguridad de la ONU para proteger a la población civil. Este mandato preparó el terreno a una campaña aérea de la OTAN que inclinó la balanza del lado de las fuerzas contrarias al líder libio.


      En Bahréin, sede de la Quinta Flota de la marina estadounidense, y sobre todo en Siria y en Yemen, los manifestantes necesitaban también desesperadamente protección contra las políticas asesinas de sus gobiernos. No obstante, en estos casos la comunidad internacional se mostró mucho menos inclinada a prestarles apoyo. El Consejo de Seguridad de la ONU, que había remitido el caso de Muamar al Gadafi a la Corte Penal Internacional, se abstuvo de hacer lo mismo con el presidente sirio, Bachar al Asad, pese a la existencia de convincentes indicios de que sus fuerzas estaban perpetrando crímenes de lesa humanidad.


      La Federación Rusa, China y los gobiernos de las potencias emergentes de Brasil, India y Sudáfrica utilizaron toda su influencia en el Consejo de Seguridad para bloquear acciones efectivas contra Siria, por más que la máxima responsable de la ONU en materia de derechos humanos denunciara los crímenes de lesa humanidad cometidos por el régimen de Al Asad. De igual forma, Arabia Saudí denunció los crímenes del gobierno sirio, al tiempo que negaba a su propio pueblo el derecho a manifestarse y tras haber mandado tropas a Bahréin sólo unas horas antes de que las autoridades de este país pusieran en marcha una sangrienta campaña de represión en marzo. En resumen, resultaba lamentable ver de nuevo cómo gobiernos de todas las tendencias políticas actuaban de forma selectiva y, al margen de su retórica, subordinaban los derechos humanos a lo que consideraban más beneficioso para ellos y a sus intereses partidistas.


      Conflictos e intolerancia con la disidencia


      Los levantamientos que llenaron los titulares durante todo 2011 eclipsaron otros arraigados problemas que podían tener consecuencias desastrosas para los derechos humanos en Oriente Medio y el norte de África y repercutir en otras regiones.


      Israel mantuvo el bloqueo a Gaza, prolongando así la crisis humanitaria del territorio, y continuó con su agresiva política de ampliar los asentamientos establecidos en el territorio palestino de Cisjordania, que ocupaba desde 1967. Por otro lado, Fatah y Hamás, las dos principales organizaciones políticas palestinas, siguieron divididas y atacando recíprocamente a sus simpatizantes pese a haber firmado un acuerdo de reconciliación en mayo, mientras que las fuerzas israelíes y los grupos armados palestinos aplicaban una política de represalias en Gaza, atacándose entre sí en una triste dinámica, repetida hasta la saciedad, que continuaba cobrándose un elevado precio en vidas humanas.


      El gobierno de Irán se vio cada vez más aislado en el panorama internacional y se mostró cada vez menos tolerante con la disidencia en el interior, donde perseguía, entre otros, a defensores y defensoras de los derechos humanos y a activistas de los derechos de las mujeres y de las minorías. Se hizo amplio uso en el país de la pena de muerte, en teoría para castigar a delincuentes, pero también para intimidar a la población. En todo el mundo, sólo China llevó a cabo más ejecuciones que Irán.


      Con respecto a otras partes de la región, no estaban claras las repercusiones que tendría en el ámbito de la seguridad la retirada de Irak de todas las fuerzas militares estadounidenses tras ocho años de conflicto. La cuestión de la autodeterminación del Sáhara Occidental seguía siendo una herida abierta, que envenenaba las relaciones gubernamentales en el Magreb.


      Persistían otras violaciones sistemáticas de derechos humanos, que fueron determinantes para explicar los levantamientos populares, pero que también se vieron agravadas por las respuestas de los gobiernos. En toda la región siguieron siendo práctica común y generalizada las detenciones arbitrarias, las desapariciones forzadas, la tortura y los malos tratos, los juicios injustos y los homicidios ilegítimos a manos de fuerzas del Estado. Casi sin excepción, quienes ocupaban el poder permitían a sus fuerzas matar y torturar impunemente. En Egipto, el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas cedió a las demandas populares y disolvió el Departamento de Investigaciones de la Seguridad del Estado, tristemente famoso durante el gobierno de Hosni Mubarak por sus torturas. Sin embargo, la tortura no desapareció. El ejército se limitó a tomar el relevo, llegando a obligar a algunas manifestantes a someterse a “pruebas de virginidad” y deteniendo a miles de civiles a los que envió a juicio ante tribunales militares injustos. Sin embargo, miles de egipcios, lejos de cejar ante la represión de las nuevas autoridades, continuaron exigiendo cambios políticos, sociales y de derechos humanos.


      Discriminación


      Seguía habiendo discriminación por motivos de género, etnia, religión, origen nacional y otros factores, como la orientación sexual. En gran medida, el sentimiento de injusticia que esta situación engendraba se vio reflejado en la oleada de protestas, como quedó de manifiesto cuando los bidún (apátridas) se concentraron en Kuwait para exigir ser reconocidos como ciudadanos. Simultáneamente, la agitación agudizó también las divisiones. En Libia, las milicias agredieron a libios y a extranjeros por el color de su piel. En Siria aumentó entre el entramado de credos y comunidades del país el temor a una posible guerra civil de virulencia y odio comparables a los que habían desgarrado Líbano entre 1975 y 1990, cuyo flagrante legado de desapariciones forzadas y desconfianza seguía sin abordarse. En Egipto, la discriminación contra los coptos siguió estando muy extendida. En Irán, las minorías religiosas y étnicas continuaron sufriendo discriminación en la ley y, en el caso de la minoría bahaí, persecución.


      Las personas migrantes, muchas de ellas procedentes del África subsahariana, se encontraban entre las principales víctimas del conflicto libio. Los combates obligaron a desplazarse a millares. Muchas escaparon a Egipto o a Túnez, pero otras quedaron atrapadas en Libia durante semanas o meses y sufrieron agresiones racistas, acusadas con frecuencia de ser “mercenarios” africanos reclutados por el coronel Gadafi. Algunas de las que pasaron a Egipto y a Túnez, muchas de ellas eritreas y somalíes, no podían volver a sus países de origen por miedo a ser perseguidas, y al final de 2011 permanecían relegadas en inhóspitos campos instalados en el desierto, a la espera de ser reasentadas en países europeos o en otras regiones donde estuvieran a salvo. Otras perdieron la vida al tratar de llegar a Italia por mar.


      En toda la región, trabajadores y trabajadoras migrantes de países pobres y en desarrollo sufrían abusos y explotación, a pesar de haber sido uno de los fundamentos de la economía en varios Estados del Golfo, entre otros países. La legislación laboral local no les brindaba la debida protección, si es que llegaba a ofrecerles alguna. La peor parte se la llevaban las trabajadoras domésticas, que con demasiada frecuencia eran víctimas de discriminación múltiple: como mujeres, como migrantes y como extranjeras, cuya difícil situación interesaba poco o nada a sus propios gobiernos.


      Motivos de preocupación económicos: vivienda y medios de vida


      Al concluir 2011 era todavía demasiado pronto para evaluar cómo había influido la “Revolución del 25 de Enero” egipcia en la suerte de los millones de personas pobres y marginadas que vivían en los populosos asentamientos informales del país. Muchas vivían en zonas designadas oficialmente como “inseguras” por la existencia de inestables formaciones rocosas o de otros peligros, sin acceso a servicios básicos (agua potable, instalaciones higiénicas operativas o electricidad) y expuestas a ser desalojadas de sus hogares a la fuerza, sin que se las avisara con suficiente antelación ni se las consultara. Durante el año, el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas efectuó nuevos desalojos forzosos en Manshiyet Nasser, con lo que perpetuó la política de Hosni Mubarak y dejó sin techo a más familias en este enorme, caótico y precario asentamiento informal de las afueras de El Cairo, en el que más de 100 personas habían perdido la vida en 2008 por un desprendimiento rocoso.


      Asimismo, las autoridades israelíes continuaron con su política de demolición de viviendas y edificios construidos sin permisos oficiales que ellas mismas denegaban cuando se les solicitaban, y siguieron desalojando de sus casas tanto a palestinos de Cisjordania, incluido Jerusalén Oriental, como a árabes israelíes residentes en pueblos “no reconocidos” oficialmente del Néguev y otros lugares. En cambio, a los miles de judíos israelíes que vivían en los asentamientos establecidos ilegalmente en tierras palestinas ocupadas se los animaba a ampliar, urbanizar y consolidar estos asentamientos, cuya misma existencia contravenía el derecho internacional. Entretanto, el bloqueo de Israel a la Franja de Gaza seguía asfixiando la economía local y prolongando una crisis humanitaria provocada deliberadamente, que se cebaba sobre todo con los grupos de población más vulnerables: los niños, los ancianos y quienes necesitan cuidados médicos especializados que no existían en Gaza. El bloqueo constituía sencillamente un castigo colectivo a los 1,6 millones de habitantes de Gaza y violaba el derecho internacional.


      Cuando Mohamed Bouazizi, de 24 años, se inmoló prendiéndose fuego el 17 de diciembre de 2010 en la localidad tunecina de Sidi Bouzid, pocas personas podían predecir la tormenta de protestas y cambios que ese trágico y mortal acto acarrearía. Un año más tarde, el estallido de euforia continuaba incombustible. Las conquistas iniciales de los levantamientos populares seguían en la cuerda floja, y la lucha por el cambio en Siria, Yemen, Bahréin, Libia y otros países continuaba cobrándose un elevado precio en vidas humanas y en forma de graves abusos contra los derechos humanos. Sin embargo, al concluir 2011 era patente el sentimiento de que el antiguo y desacreditado orden estaba pasando a la historia gracias a los valientes y decididos esfuerzos de la población. Para los pueblos de esta región parecía haber empezado la larga marcha hacia la libertad, la justicia y los derechos humanos para todos.
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      En octubre se cumplieron 10 años de la intervención militar internacional en Afganistán. Debido al prolongado conflicto armado entre el gobierno afgano y sus aliados internacionales, por un lado, y los talibanes y otros grupos armados, por el otro, se registraron cifras sin precedentes de víctimas civiles, por lo que Amnistía Internacional pidió de nuevo a la Corte Penal Internacional que investigara posibles crímenes de guerra y de lesa humanidad. Según la Misión de Asistencia de la ONU en Afganistán (UNAMA), durante 2011 perdieron la vida en el conflicto 3.021 civiles, el 77 por ciento a manos de grupos armados. Las autoridades judiciales, la policía y el Ejército Nacional Afgano cometían graves violaciones de derechos humanos de forma habitual. Continuaron las detenciones arbitrarias, y los servicios de inteligencia recurrieron sistemáticamente a la tortura y otros malos tratos. Se privaba a la población afgana, sobre todo a las mujeres y las niñas, de sus derechos a la salud y a la educación. La ayuda humanitaria siguió siendo inaccesible para la mayoría de la población en las zonas controladas por los talibanes y otros grupos insurgentes. La Oficina para la Seguridad de las ONG en Afganistán (ANSO) documentó 170 agresiones contra personal de ONG, lo que suponía un incremento del 20 por ciento en comparación con 2010. La violencia contra las mujeres y las niñas era generalizada y quedaba impune, sobre todo en las zonas controladas por la insurgencia. Las mujeres que denunciaban casos de violencia de género apenas recibían reparación.


      Información general


      El Parlamento se inauguró el 26 de enero, cuatro meses después de unas elecciones empañadas por la violencia y el fraude electoral. Amnistía Internacional se había mostrado preocupada por la inclusión de candidaturas de presuntos autores de crímenes de guerra y otros abusos contra los derechos humanos. Nader Nadery, Fahim Hakim y Mawlawi Gharib, miembros destacados de la Comisión Independiente de Derechos Humanos de Afganistán, fueron destituidos el 21 de diciembre, cuando, poco antes de la publicación de un informe en el que se documentaban violaciones de derechos humanos cometidas en el pasado, el presidente Hamid Karzai no los renovó en sus cargos.


      En julio, la OTAN y la Fuerza Internacional de Asistencia para la Seguridad (ISAF) empezaron a transferir al gobierno afgano las competencias de seguridad en 7 provincias, y el 17 de noviembre empezó una segunda fase del proceso de transición en materia de seguridad en otras 17 provincias.


      El 20 de septiembre, dos hombres que se hicieron pasar por representantes de los talibanes asesinaron al ex presidente Burhanuddin Rabbani, quien se suponía que estaba a cargo de las negociaciones de paz entre el gobierno afgano y los talibanes y otros grupos insurgentes. Pese a ello, las negociaciones continuaron. En junio, el Consejo de Seguridad de la ONU retiró a los talibanes de su lista de sanciones a Al Qaeda, con lo que quedaron desvinculados de esta organización.


      Entre los 70 miembros del Alto Consejo de la Paz –órgano encargado de negociar con los talibanes y con otros grupos armados–, sólo había 9 mujeres. Los grupos afganos de derechos de las mujeres y las organizaciones de la sociedad civil del país expresaron honda preocupación con respecto a los derechos humanos, en especial los derechos de las mujeres, pues temían que se renunciara a ellos por conveniencia. El gobierno afgano y sus aliados internacionales siguieron sin aplicar, ni en políticas ni en la práctica, la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de la ONU, según la cual las mujeres deben estar adecuada y significativamente representadas en todas las fases de las negociaciones de paz.


      Abusos cometidos por grupos armados


      Los talibanes y otros grupos armados perpetraron abusos dirigidos específicamente contra civiles, como asesinatos y secuestros, así como atentados indiscriminados con explosivos (muchos de ellos suicidas) en los que resultaron heridos civiles. De esta forma violaron las leyes de la guerra y cometieron infinidad de abusos contra los derechos humanos. Aumentaron los homicidios selectivos de civiles afganos que trabajaban para el gobierno o para organizaciones internacionales o que parecían apoyarlos, en especial de funcionarios públicos y autoridades tribales.


      Según la UNAMA, los talibanes y otros grupos armados fueron responsables del 77 por ciento de las muertes de civiles. Hicieron cada vez más uso de artefactos explosivos improvisados en mezquitas, mercados y otros lugares públicos, con lo que aumentó considerablemente el número de víctimas civiles.


      Los grupos armados atacaban sistemáticamente a los trabajadores de ayuda humanitaria: mataron a 31, hirieron a 34 y secuestraron y recluyeron a 140.


      [image: Image] El 28 de junio murieron 7 personas en un atentado contra el Hotel Intercontinental de la capital afgana, Kabul, perpetrado por talibanes armados y atacantes suicidas cargados con explosivos.


      [image: Image] El 13 de septiembre, unos 10 insurgentes atacaron la embajada estadounidense, la sede de la OTAN y otros puntos destacados de Kabul. Murieron al menos 11 civiles (entre ellos algunos estudiantes) y 5 policías, y más de 24 personas resultaron heridas. Los talibanes reivindicaron la autoría de los ataques, pero Estados Unidos los atribuyó a la red Haqqani, que se creía que estaba radicada en las zonas tribales de Pakistán y recibía apoyo de ese país.


      [image: Image] El 17 de septiembre, tras la detonación de un artefacto explosivo improvisado, murieron 9 civiles, entre ellos 5 menores de edad, en la provincia de Faryab, en el noroeste del país.


      [image: Image] El 31 de octubre murieron 3 empleados del ACNUR, la agencia de la ONU para los refugiados, en un atentado contra su sede en la ciudad meridional de Kandahar perpetrado por talibanes armados y atacantes suicidas cargados con explosivos.


      [image: Image] El 6 de diciembre murieron hasta 71 personas en un atentado suicida con explosivos contra el santuario chií de Abul Fazl, en Kabul. Otras 4 personas murieron en otra explosión casi simultánea en una mezquita chií de Mazar-e-Sharif. Con estos atentados dio comienzo una grave escalada de violencia sectaria, que hasta entonces había sido poco frecuente. Lashkar-e-Jhangvi, grupo armado paquistaní vinculado a Al Qaeda y a los talibanes paquistaníes, reivindicó los atentados, que tuvieron lugar durante la festividad chií de Ashura.


      Violaciones de derechos humanos cometidas por las fuerzas afganas e internacionales


      La ISAF y la OTAN siguieron efectuando ataques aéreos e incursiones nocturnas que se cobraron la vida de decenas de civiles. Según la UNAMA, el 14 por ciento de las muertes de civiles (al menos 410) se produjeron en operaciones de la ISAF, la OTAN y las fuerzas afganas.


      [image: Image] El 20 de febrero, el gobernador de la provincia de Kunar, en el este del país, afirmó que 64 civiles, entre ellos 29 niños, habían muerto durante los cuatro días anteriores en operaciones conjuntas de tierra y aire efectuadas por las fuerzas afganas y de la ISAF en el distrito de Ghazi Abad. Altos cargos de la ISAF cuestionaron la cifra, pero accedieron a llevar a cabo una investigación conjunta. Posteriormente, funcionarios de la OTAN declararon que la mayoría de las víctimas eran insurgentes.


      [image: Image] El 23 de marzo, Jeremy Morlock, soldado estadounidense que confesó haber participado en 2010 en el asesinato de tres civiles afganos, fue condenado a 24 años de prisión. En el consejo de guerra de la base conjunta de Lewis-McChord (Estados Unidos) que lo juzgó, el soldado declaró ante el juez que “el plan era matar a gente”.


      Detenciones arbitrarias y tortura y otros malos tratos


      La Dirección Nacional de Seguridad –los servicios de inteligencia de Afganistán– continuó practicando detenciones arbitrarias y negando a los detenidos el acceso a un abogado, a sus familias y a los tribunales u otras instituciones externas. Según denuncias dignas de crédito, la Dirección Nacional de Seguridad torturaba a los detenidos y tenía centros de detención secreta. La OTAN dejó de entregar detenidos a las fuerzas afganas después de que en un informe de la ONU publicado en octubre se documentara el uso sistemático de la tortura por parte de los agentes de la Dirección Nacional de Seguridad. Según el informe, se había torturado a detenidos en 47 centros de detención de la Dirección Nacional de Seguridad y de la policía, en 22 provincias.


      [image: Image] En agosto, los familiares de un afgano detenido en abril en Kabul por vender presuntamente dinero falso aseguraron a Amnistía Internacional que, tras detenerlo, la Dirección Nacional de Seguridad lo había torturado para que confesara. Según la información facilitada, el hombre, cuya identidad no se podía revelar por motivos de seguridad, recibió puñetazos y patadas hasta el punto de que acabó vomitando sangre y perdió el conocimiento.


      Las fuerzas estadounidenses siguieron deteniendo a afganos y, a veces, a extranjeros pese a no estar claro que tuvieran autoridad legal para hacerlo y sin seguir el proceso legal debido. Unas 3.100 personas continuaban recluidas en el centro de detención estadounidense de Parwan, situado junto al antiguo centro de detención de la base aérea del aeropuerto de Bagram. Permanecían sometidas a “internamiento por razones de seguridad” por tiempo indefinido, y algunas de ellas llevaban varios años recluidas. En enero, Estados Unidos entregó a las autoridades afganas una unidad de detención del centro con 300 reclusos, en el marco de sus operaciones de transferencia de detenidos. El Departamento de Defensa de Estados Unidos declaró que, desde el comienzo de los juicios en junio de 2010 (véase el apartado sobre Estados Unidos) hasta mayo, las autoridades afganas habían celebrado más de 130 juicios en el mencionado centro y en el Centro de Justicia afgano de Parwan.


      Libertad de expresión


      Los periodistas afganos continuaban trabajando a pesar de la presión y la violencia que sufrían, ejercidas incluso por instituciones del Estado y otros organismos influyentes. La Dirección Nacional de Seguridad y el Consejo de Ulemas emprendieron acciones penales contra personas que habían escrito o hablado sobre cuestiones consideradas amenazas a la seguridad nacional o blasfemas.


      [image: Image] Tres hombres afganos detenidos y recluidos en 2010 por haberse convertido al cristianismo quedaron en libertad entre marzo y abril.


      Fuerzas del gobierno y grupos insurgentes secuestraron, propinaron palizas o mataron a periodistas por motivos políticos. Según Nai, organización afgana que velaba por la independencia de los medios de comunicación, 80 periodistas fueron víctimas de agresiones y 3 perdieron la vida. En las zonas controladas por los talibanes y otros grupos armados se les impedía activamente informar, y con frecuencia eran víctimas de agresiones.


      El gobierno no investigó exhaustivamente las agresiones contra periodistas, defensores de los derechos humanos y otras personas que ejercían pacíficamente su derecho a la libertad de expresión, ni enjuició a los responsables.


      [image: Image] El 18 de enero fue liberado Hojatullah Mujadedi, director de Kapisa FM, emisora de radio del noreste del país, tras haber permanecido cuatro meses bajo custodia de la Dirección Nacional de Seguridad en Kabul. Lo habían acusado de complicidad con los talibanes.


      [image: Image] El 6 de julio, los talibanes amenazaron en la provincia de Helmand a Niamatullah Zaheer, periodista de Ariana TV, por haber informado desde un punto de vista crítico sobre ataques efectuados por ellos.


      Violencia contra mujeres y niñas


      Las mujeres y las niñas afganas continuaron siendo víctimas de discriminación, violencia intrafamiliar, matrimonio forzado y trata, y se las utilizaba como moneda de cambio para solventar disputas. Con frecuencia, las fuerzas de los talibanes dirigían contra ellas sus ataques. Según un informe conjunto de ONU Mujeres y la Comisión Independiente de Derechos Humanos de Afganistán, en el 56 por ciento de las bodas la novia tenía menos de 16 años. El Ministerio de Asuntos de la Mujer documentó 3.742 casos de violencia contra las mujeres del 22 de marzo al 31 de diciembre. En septiembre, la Fiscalía General dio un paso adelante al acceder a crear seis oficinas provinciales para combatir la violencia contra las mujeres.


      La policía y los tribunales hacían con frecuencia caso omiso de las denuncias de abusos presentadas por mujeres, por lo que sólo en contadas ocasiones se investigaban palizas, violaciones u otros actos de violencia sexual. Se detenía a las mujeres que trataban de huir de matrimonios en los que eran objeto de abusos y se las enjuiciaba por “huida del hogar” u otras acusaciones relacionadas con la “moral”, que el Código Penal no contemplaba y que eran incompatibles con el derecho internacional de los derechos humanos.


      [image: Image] En abril, los talibanes secuestraron y mataron a una mujer en el distrito de Zurmat (provincia de Paktia). Aunque se rumoreó que se trataba de un homicidio en nombre del “honor”, los talibanes declararon que la habían matado por trabajar para una ONG.


      [image: Image] Gulnaz, mujer de 21 años que cumplía en Kabul una condena de 12 años de prisión por adulterio, quedó en libertad en diciembre. Según profesionales de la abogacía, este tipo de cargos carecían de fundamento en la legislación afgana. Gulnaz llevaba recluida desde 2009 por haber denunciado una violación a la policía. El tribunal y otras personas la presionaron para que se casara con el hombre que más tarde fue condenado por haberla violado.


      Derecho a la salud


      Los ataques selectivos contra personal de ayuda humanitaria y contra personas que trabajaban para el gobierno, principalmente médicos, privaron a millones de personas de atención a la salud, sobre todo en las zonas más afectadas por el conflicto y en las controladas por los talibanes y otros grupos armados. Aunque en determinadas zonas del país mejoraron las tasas de mortalidad materna e infantil, las mujeres embarazadas y los niños de corta edad seguían soportando en general condiciones muy precarias.


      Derecho a la educación


      Los talibanes y otros grupos armados atacaron escuelas y agredieron a estudiantes y docentes. En las zonas bajo su control se impedía acudir a la escuela a muchos niños y niñas, sobre todo a éstas. Según el Ministerio de Educación, había más de 7,3 millones de niños y niñas escolarizados, de los cuales el 38 por ciento eran niñas. Fuentes oficiales informaron de que había más de 450 escuelas cerradas y alrededor de 200.000 niños que no podían asistir a clase debido a la situación de inseguridad, principalmente en las provincias del sur y el este del país.


      [image: Image] El 24 de mayo, los talibanes mataron a tiros a Khan Mohammad, director de la escuela femenina de Poorak, en la provincia sudoriental de Logar. Había continuado impartiendo clases a las niñas a pesar de haber recibido numerosas amenazas de muerte de los talibanes para que dejara de hacerlo.


      Personas refugiadas y desplazadas internamente


      Según el ACNUR, entre enero y junio los afganos fueron los ciudadanos que mayor número de solicitudes de asilo presentaron en países industrializados. Al concluir el año, el ACNUR documentó más de 30.000 solicitantes de asilo afganos, y seguía habiendo alrededor de 2,7 millones de refugiados afganos en Pakistán e Irán. El número total de personas desplazadas por el conflicto era de 447.647.


      Las personas internamente desplazadas tendían a dirigirse a las grandes ciudades, sobre todo a Kabul, Herat y Mazar-e-Sharif. Muchas de ellas terminaban en asentamientos informales, donde se veían obligadas a vivir en condiciones insalubres y de hacinamiento, con poco o nulo acceso a agua potable, alojamiento adecuado y servicios de salud, y bajo constante amenaza de desalojo forzoso. En octubre, el Comité Internacional de la Cruz Roja comunicó que se había registrado un aumento del 40 por ciento en el número de personas desplazadas por el conflicto en el norte del país en comparación con 2010.


      [image: Image] Según informes, a principios de junio al menos 12.000 personas se vieron desplazadas en la provincia de Faryab a causa de enfrentamientos entre fuerzas del gobierno y los talibanes.


      Pena de muerte


      Se llevaron a cabo dos ejecuciones. Había más de 140 personas en espera de ejecución y el Tribunal Supremo confirmó la condena a muerte de casi otras 100.


      [image: Image] En junio fueron ejecutados dos hombres (un paquistaní y un afgano) en la prisión de Pul-e-Charkhi de Kabul, tras haberles denegado el indulto el presidente. Habían sido declarados culpables de un atentado cometido en febrero contra un banco en la ciudad de Jalalabad (provincia de Nangarhar), que se saldó con 40 muertos y no menos de 70 heridos, en su mayoría civiles.


      Informes y visitas de Amnistía Internacional


      [image: Image] Amnistía Internacional visitó Afganistán de junio a septiembre.


      [image: Image] Afganistán al cabo de 10 años: Lentos avances y promesas sin cumplir (ASA 11/006/2011)
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      La violencia en el ámbito familiar seguía siendo generalizada y persistía la trata de mujeres con fines de prostitución forzada. Cuatro manifestantes murieron tras enfrentamientos con la policía. Hubo denuncias de malos tratos policiales. Las condiciones de reclusión eran malas en general. No se respetó el derecho de acceso prioritario a una vivienda que la legislación nacional garantizaba a las personas sin hogar con la condición de “huérfanas”.


      Información general


      Creció la hostilidad entre gobierno y oposición tras los violentos enfrentamientos de enero entre policías y manifestantes que protestaban por el presunto fraude electoral y la corrupción gubernamental. Las elecciones municipales celebradas en mayo dieron pie a nuevas acusaciones mutuas entre el gobierno y la oposición, así como a disputas sobre el recuento de votos, especialmente en Tirana. Al final del año se había empezado a superar la situación de estancamiento político y comenzó el debate sobre la reforma electoral. La Comisión Europea volvió a concluir en octubre que Albania no había cumplido los criterios para ser candidato a miembro de la Unión Europea.


      Policía y fuerzas de seguridad


      El 21 de enero estallaron violentos enfrentamientos entre la policía y los manifestantes durante las manifestaciones antigubernamentales organizadas en Tirana por el opositor Partido Socialista. Se efectuaron disparos, que acabaron con la vida de tres manifestantes. Otro más murió posteriormente. Al día siguiente se cursaron órdenes de detención contra seis miembros de la Guardia Republicana –responsable de la seguridad de los edificios públicos– en relación con las muertes. La falta de cooperación de la policía y de altos mandos de la Guardia Republicana y las demoras en la recopilación de pruebas de balística obstaculizaron las investigaciones. Al término del año se estaba investigando a 11 miembros de la Guardia Republicana en relación con las muertes. En total hubo más de 140 heridos entre policías y manifestantes. La policía golpeó a manifestantes que se dispersaban y a varios periodistas. Se detuvo al menos a 112 manifestantes, de los que unos 30 fueron declarados culpables de prender fuego a vehículos, agredir a agentes de policía y violar el perímetro de seguridad de la oficina del primer ministro. El primer ministro Berisha calificó las manifestaciones de intento golpista del Partido Socialista y acusó a la fiscal general de apoyarlo.


      Tortura y otros malos tratos


      Según afirmaron los comisionados de la Oficina del Defensor del Pueblo que visitaron comisarías de policía y centros de detención de Tirana tras las manifestaciones de enero, los manifestantes detenidos –dos de los cuales tenían señales de agresiones– habían denunciado malos tratos durante la detención y habían sido presionados psicológicamente para que hicieran declaraciones autoinculpatorias. Según informes, se presentaron nueve denuncias por malos tratos policiales. El Servicio de Control Interno de la Policía Estatal se comprometió en febrero a investigar las denuncias, pero al final del año no se había procesado a los responsables.


      [image: Image] El defensor del Pueblo escribió a la fiscal general en relación con el caso de Reis Haxhiraj, presuntamente sometido a graves malos tratos durante su detención en marzo. Según el defensor del Pueblo, ni la policía ni la fiscal ni el juez ni el personal hospitalario habían hecho constar los malos tratos o iniciado una investigación a pesar de que las lesiones eran evidentes y el detenido se había quejado de malos tratos al comparecer ante el juez que ordenó su reclusión preventiva. Sus peticiones para entrevistarse con la Oficina del Defensor del Pueblo fueron desoídas. La fiscal general dio instrucciones posteriormente a los fiscales y agentes de la policía judicial para que reunieran pruebas de malos tratos a detenidos a fin de llevar a los responsables ante la justicia, y se inició una investigación sobre los presuntos malos tratos infligidos a Reis Haxhiraj.


      Desapariciones forzadas


      En diciembre, Ilir Kumbaro no compareció en la vista de extradición celebrada ante un tribunal de Londres, Reino Unido. Albania había pedido su extradición a Reino Unido en 1995 por cargos de tortura y secuestro en relación con la desaparición forzada de Remzi Hoxha, macedonio de etnia albanesa, y la tortura de otros dos hombres. El juez revocó su fianza y dictó orden de detención contra él, pero al final del año seguía sin conocerse su paradero. Continuaron en Tirana las diligencias del juicio contra Ilir Kumbaro –in absentia– y otros dos ex agentes del Servicio Nacional de Inteligencia, Arben Sefgjini y Avni Koldashi.


      Condiciones de reclusión


      Internos de las cárceles de Lezhë y Fushë-Krujë se declararon en huelga de hambre para protestar por las duras condiciones de reclusión. El defensor del Pueblo criticó las condiciones de saneamiento en algunas cárceles y centros de detención preventiva y citó la sordidez de los aseos, la presencia de roedores, la humedad de las celdas y la falta de higiene en la preparación y distribución de alimentos. Asimismo señaló la mala calidad de los materiales de construcción de los nuevos centros de detención de Durrës, Kavaja y Korça. Los centros de reclusión preventiva y la cárcel para mujeres de Tirana tenían problemas de hacinamiento, y los servicios médicos penitenciarios eran inadecuados, sobre todo para los internos con enfermedades mentales.


      Violencia en el ámbito familiar


      La violencia en el ámbito familiar seguía siendo generalizada. Las casas refugio para mujeres sobrevivientes no eran suficientes para cubrir la demanda. El número de casos denunciados se elevó a 1.683 en los nueve primeros meses del año, 260 más que en el mismo periodo de 2010. El 82 por ciento de las víctimas (1.377) fueron mujeres. La mayoría de los incidentes, incluidos los de violencia contra menores de edad, no se denunciaban. La violencia intrafamiliar no estaba tipificada como delito específico y, salvo en los casos más graves, era la víctima quien debía iniciar las acciones judiciales. No se respetaba la legislación que disponía la prestación gratuita de asistencia letrada a las personas que solicitaban órdenes de protección y, según informes, los trabajadores de la salud a menudo no extendían partes de lesiones certificados a pesar de los programas de formación. En la mayoría de los casos se suspendían las actuaciones, bien porque la persona denunciante se retiraba, casi siempre debido a la presión social y a su dependencia económica del agresor, bien por falta de pruebas escritas. Los perpetradores que incumplían los términos de las órdenes de protección podían ser sancionados con una multa o hasta dos años de cárcel, pero los tribunales rara vez imponían penas privativas de libertad.


      [image: Image] Servete Karoshi murió en septiembre a manos de su esposo, quien había ignorado repetidamente las órdenes de protección. Ella había denunciado los continuos actos de violencia pero no recibió protección efectiva.


      En marzo se aprobó legislación que establecía una ayuda económica mínima de 30 dólares estadounidenses al mes para las víctimas sujetas a una orden de protección, y también para las víctimas de trata de personas.


      Trata de personas


      Continuó la trata de personas, sobre todo de mujeres jóvenes y niñas con fines de prostitución forzada, pero también de niños y niñas con fines de mendicidad y trabajos forzados. Según las estadísticas de 2010, 12 personas habían sido declaradas culpables de trata de personas. En su informe anual sobre la trata de personas, el Departamento de Estado de Estados Unidos observó que Albania había tomado medidas concretas para mejorar la estrategia destinada a combatir la trata, pero afirmó que “la corrupción generalizada, sobre todo en el poder judicial, seguía obstaculizando en general los esfuerzos para hacer cumplir la ley contra la trata y proteger a las víctimas”. El gobierno aprobó en febrero un plan nacional de acción contra la trata de personas.


      Derecho a la vivienda: romaníes


      En febrero, unas 40 familias romaníes huyeron del lugar donde vivían, cerca de la estación de tren de Tirana, tras ser atacadas. En julio se absolvió a dos hombres de incitación al odio racial, pero se los condenó a cuatro meses de cárcel por incendio provocado. Las autoridades ofrecieron a las familias romaníes alojamiento temporal en tiendas de campaña instaladas en las afueras de Tirana, pero muchas lo rechazaron por motivos de salud y seguridad, y por la lejanía de sus lugares de trabajo. Las familias que aceptaron trasladarse a ese lugar aún seguían allí al final del año a pesar de que las autoridades habían prometido rehabilitar para ellas dos edificios militares abandonados.


      Derecho a la vivienda: personas huérfanas


      La legislación albanesa establecía que las personas sin hogar de hasta 30 años de edad registradas como huérfanas tenían prioridad en la adjudicación de vivienda social, pero esta disposición no se aplicaba salvo raras excepciones, y muchos de esos huérfanos seguían viviendo en decrépitas residencias estudiantiles abandonadas o hacían un gran esfuerzo para pagar el alquiler de una infravivienda privada.


      [image: Image] En junio, la policía desalojó a la fuerza a Mjaftoni Xhymertaj, de 22 años, y a su hijo de corta edad de su habitación compartida en una residencia estudiantil de Tirana, al parecer sin previo aviso por escrito ni oportunidad de ejercer el derecho de apelación. A la joven no se le ofreció alojamiento alternativo. Mjaftoni Xhymertaj se había criado en un orfanato, no tenía empleo, no gozaba de buena salud y vivía en la miseria. Posteriormente obtuvo permiso para volver, pero sin seguridad de tenencia. Las condiciones eran muy deficientes para una familia joven.


      Informes y visitas de Amnistía Internacional


      [image: Image] Amnistía Internacional visitó Albania en noviembre.


      [image: Image] Los incidentes de Albania deben ser investigados (PRE01/025/2011)
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      No se crearon mecanismos independientes de presentación de denuncias contra la policía. Varios estados federados siguieron llevando a cabo devoluciones de romaníes a Kosovo a pesar de que allí corrían peligro de sufrir persecución y discriminación. Las actuaciones penales contra el ex presidente y el ex vicepresidente de las Fuerzas Democráticas de Liberación de Ruanda por crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra siguieron su curso.


      Escrutinio internacional


      En mayo, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU instó a Alemania a firmar el Protocolo Facultativo del Pacto para garantizar que sus políticas relativas a inversiones de empresas alemanas en el extranjero respetaban los derechos económicos, sociales y culturales y que los solicitantes de asilo tenían garantizado el acceso a la asistencia social, la atención de la salud y el empleo en condiciones de igualdad.


      En noviembre, el Comité de la ONU contra la Tortura recomendó a Alemania que, a fin de prevenir la tortura y otros malos tratos, se abstuviera de basarse automáticamente en información facilitada por servicios de inteligencia extranjeros y prohibiera a todo agente u organismo alemán emprender investigaciones en el exterior cuando éstas pudiesen implicar la colaboración con instituciones extranjeras sospechosas de ejercer coacción. Al Comité le preocupaba la ausencia de iniciativas en curso para investigar la participación de Alemania en entregas. Asimismo recomendó que todas las denuncias de tortura y otros malos tratos a manos de la policía fueran investigadas por organismos independientes y consideró motivo de preocupación que los agentes de policía no estuvieran obligados a llevar placas de identificación personal en casi ningún estado federado.


      Tortura y otros malos tratos


      Las investigaciones sobre los casos de presuntos malos tratos no siempre eran efectivas debido a la ausencia de mecanismos independientes de presentación de denuncias contra la policía en todos los estados federados y a las dificultades para identificar a los agentes de policía. El estado de Berlín empezó a aplicar en julio un sistema de identificación personal de todos sus agentes de policía por medio de placas con su nombre o número.


      [image: Image] Seguían abiertas las investigaciones relativas al uso excesivo de la fuerza en una manifestación celebrada en Stuttgart en septiembre de 2010. En relación con ellas, en marzo el Tribunal Municipal de Stuttgart impuso una multa de 6.000 euros a un agente de policía por usar pulverizador de pimienta contra una mujer que participaba en una sentada. Asimismo, el abogado de cuatro manifestantes a quienes el chorro a presión de un cañón de agua había causado graves lesiones oculares solicitó que el fiscal jefe fuera apartado de la causa por presunta parcialidad.


      [image: Image] El 4 de agosto, el Tribunal Regional de Fráncfort concedió a Markus Gäfgen una indemnización por daños morales al haber sido amenazado con sufrir dolores insoportables por dos agentes de policía en 2002, cuando fue aprehendido como sospechoso del secuestro de un niño de 11 años. El Tribunal calificó la amenaza de “trato inhumano” según el Convenio Europeo de Derechos Humanos.


      Personas refugiadas y solicitantes de asilo


      El 13 de enero, el Ministerio del Interior federal ordenó suspender por un año las transferencias de solicitantes de asilo a Grecia hechas en aplicación del Reglamento Dublín II (véase el apartado sobre Grecia). En noviembre se amplió la suspensión hasta el 12 de enero de 2013.


      El 9 de noviembre, las autoridades acordaron establecer un programa permanente para el reasentamiento de refugiados vulnerables con una cuota de 300 al año durante los siguientes tres años.


      Los solicitantes de asilo que llegaban a aeropuertos de Alemania y se sometían al procedimiento acelerado de determinación de sus casos quedaban sistemáticamente detenidos en las zonas de tránsito aeroportuarias. Las autoridades no consideraban que esta práctica constituyera privación de libertad.


      Varios estados federados continuaron con las devoluciones de romaníes, ashkalíes y egipcianos a Kosovo a pesar de que allí persistía el peligro real de persecución y estaban expuestos a múltiples formas de discriminación. En agosto transcendió en los medios de comunicación que las autoridades de Baden-Wurtemberg habían suspendido temporalmente las devoluciones. En diciembre, el estado de Renania del Norte-Westfalia suspendió hasta el 1 de abril de 2012 la devolución a Kosovo de personas consideradas vulnerables, como familias con menores de edad, mujeres solteras y personas de avanzada edad.


      Se siguió discriminando a los solicitantes de asilo en el acceso a las prestaciones sociales: las que recibían, inferiores en un 31 por ciento a las concedidas a residentes permanentes, distaban de alcanzar el umbral de subsistencia. El Tribunal Constitucional estaba revisando la legislación que regulaba las prestaciones sociales para solicitantes de asilo.


      Derechos de las personas migrantes


      Los servicios sociales seguían teniendo la obligación de informar de la situación de irregularidad de las personas al Departamento de Extranjería cuando entregaban volantes de asistencia médica para recibir tratamiento no urgente. Esta práctica socavaba el derecho a la salud de las personas migrantes indocumentadas. Se aprobaron reformas de la Ley de Residencia que eximían de esta obligación al personal educativo.


      Seguridad y medidas antiterroristas


      Persistió la preocupación sobre varios aspectos de la política antiterrorista del gobierno. El reglamento de la Ley de Residencia permitía el uso de “garantías diplomáticas” para justificar la devolución de presuntos terroristas a lugares donde corrían peligro de sufrir tortura u otros malos tratos. El gobierno alemán rehusó declarar que se negaría a compartir información y a cooperar en materia de inteligencia con Estados que tuvieran un historial reconocido de tortura.


      [image: Image] En abril, el periódico TAZ informó de que A.S., uzbeko recluido en Tashkent que era testigo de la fiscalía federal alemana, había muerto en prisión, al parecer de un ataque al corazón. Había sido interrogado en Tashkent en junio y septiembre de 2008 por investigadores alemanes, en presencia de miembros del Servicio de Seguridad Nacional de Uzbekistán, a pesar de que el relator especial de la ONU sobre la tortura había concluido que la tortura era sistemática en las cárceles uzbekas.


      [image: Image] En enero, el ciudadano alemán Khaled el Masri retiró su recurso de apelación contra la decisión adoptada por el Tribunal Administrativo de Colonia en diciembre de 2010. El Tribunal había desestimado la demanda de El Masri contra Alemania por no solicitar la extradición de 13 ciudadanos estadounidenses sospechosos de su traslado ilegal a Afganistán en 2004.


      Delitos de derecho internacional


      En mayo comenzó el juicio penal contra los ciudadanos ruandeses Ignace Murwanashyaka y Straton Musoni ante el Tribunal Regional Superior de Stuttgart. Estaban acusados, como ex presidente y ex vicepresidente de las Fuerzas Democráticas de Liberación de Ruanda, de haber ordenado cometer 26 crímenes de lesa humanidad y 39 crímenes de guerra en territorio congoleño entre enero de 2008 y noviembre de 2009 a través de llamadas telefónicas e Internet. Era el primer juicio que se celebraba en Alemania basado en el Código Alemán de Delitos contra el Derecho Internacional, que había entrado en vigor en 2002.


      Comercio de armas


      Aunque el gobierno alemán apoyaba la creación de un tratado internacional integral sobre el comercio de armas, autorizó repetidamente transferencias de armas que pudieron contribuir a la comisión de violaciones de derechos humanos. En julio se publicó en medios de comunicación que el gobierno alemán había aprobado en principio la entrega de unas 200 unidades de carro de combate principal Leopard 2 a Arabia Saudí.


      Informes y visitas de Amnistía Internacional


      [image: Image] Germany: Briefing to the UN Committee against Torture 2011 (EUR 23/002/2011)
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      Las autoridades restringieron la libertad de reunión mediante el uso excesivo de la fuerza, detenciones y reclusiones arbitrarias y cargos penales. El uso de fuerza excesiva por parte de la policía provocó muertes. Los periodistas hicieron frente a un aumento de las restricciones. Dos periodistas fueron juzgados y declarados culpables de difamación por escribir artículos críticos. Hubo nuevos desalojos forzosos y el gobierno incumplió su promesa de realojar a 450 familias que habían sido desalojadas en años anteriores. Continuaron las violaciones de derechos humanos contra personas de nacionalidad congoleña expulsadas de Angola.


      Información general


      En mayo se retiró un proyecto de ley, cuyo propósito era criminalizar los delitos cometidos por Internet, que había sido criticado por la sociedad civil por considerar que suponía un riesgo para la libertad de expresión y de información. Persistía la preocupación de que el proyecto de ley pudiera ser introducido de nuevo o que sus disposiciones se incorporasen al Código Penal aprovechando su revisión.


      Durante todo el año tuvieron lugar manifestaciones contra el gobierno en las que se pedía la dimisión del presidente. En septiembre, una protesta degeneró en violencia después de que presuntos miembros de los Servicios de Inteligencia y Seguridad del Estado se infiltrasen en la multitud y, según informes, causaran daños materiales y golpeasen a algunas personas, entre ellas periodistas. Se detuvo a algunos manifestantes.


      En septiembre, el gobierno provincial de Luanda dictó una ordenanza que indicaba las zonas en las que podían celebrarse reuniones y manifestaciones. Quedaba excluida la plaza de la Independencia, donde habían tenido lugar la mayoría de las manifestaciones antigubernamentales durante el año.


      En junio, el Parlamento aprobó una ley contra la violencia en el ámbito familiar.


      En julio, el presidente inauguró la primera fase del proyecto Ciudad de Kilamba, que comprendía 20.000 nuevos apartamentos, 14 escuelas, un hospital y 12 centros de salud. Durante el año se anunciaron otros planes de construcción de viviendas sociales en diversas zonas del país.


      En agosto, las autoridades de inmigración del aeropuerto internacional de Luanda negaron la entrada a Angola a las delegaciones de diversas organizaciones de la sociedad civil que habían viajado para asistir al Foro de la Sociedad Civil de la Comunidad de Desarrollo del África Austral (SADC), cuya celebración estaba prevista coincidiendo con la Cumbre de Jefes de Estado de la SADC. Se habían hecho gestiones para que a estas personas se les entregaran los visados a su llegada al aeropuerto. También se negó la entrada, pese a estar en posesión de visados válidos, a dos periodistas mozambiqueños que habían viajado para informar sobre la Cumbre.


      En noviembre, varios parlamentarios de partidos de oposición abandonaron el Parlamento durante un debate sobre el nuevo conjunto de disposiciones legislativas en materia electoral para las elecciones generales de 2012. La Unión Nacional para la Independencia Total de Angola (UNITA) afirmó que el conjunto de propuestas contenía disposiciones inconstitucionales. En diciembre se aprobó la Ley Orgánica sobre la Comisión Nacional Electoral.


      Derecho a la vivienda: desalojos forzosos


      Continuaron los desalojos forzosos, aunque en menor escala que en años anteriores, y miles de personas seguían corriendo el riesgo de ser desalojadas por la fuerza. Algunos desalojos previstos fueron suspendidos. Miles de familias que habían sido objeto de desalojos forzosos en el pasado seguían sin recibir indemnización.


      En junio, el gobierno anunció que más de 450 familias de Luanda cuyas viviendas habían sido demolidas entre 2004 y 2006 serían realojadas a partir de septiembre. Al terminar el año los realojamientos no habían comenzado.


      El gobernador provincial de Huíla canceló en agosto las demoliciones previstas en el barrio de Arco Íris, en el centro de la ciudad de Lubango, debido a las condiciones inadecuadas en las que aproximadamente 750 familias iban a ser reasentadas. En junio se había concedido a las familias un plazo de un mes –que se prorrogó por un mes más– para abandonar sus hogares, y se les habían ofrecido tierras en una zona aislada a 14 kilómetros de la ciudad.


      [image: Image] En agosto, según los informes, funcionarios municipales protegidos por agentes armados de la Policía Nacional y la Policía Militar desalojaron por la fuerza a 40 familias en el barrio Km 30 de Viana, Luanda, al parecer después de que la tierra se vendiera a una empresa privada. Según SOS-Habitat, organización local de defensa del derecho a la vivienda, los funcionarios demolieron las casas de las personas que no estaban presentes y destruyeron sus pertenencias. Según los informes, Firmino João Rosário murió por disparos de la policía cuando intentaba detener las demoliciones, y otro residente, Santos António, recibió un disparo en una mano.


      [image: Image] En octubre, miembros de los servicios comunitarios de la administración municipal de Lubango, protegidos por la Policía Nacional, demolieron 25 viviendas pertenecientes a familias de la zona de Tchavola, en Lubango, provincia de Huíla. Los desalojos fueron acompañados de detenciones arbitrarias y uso excesivo de la fuerza por parte de la policía. Todas las personas detenidas quedaron en libertad el mismo día. Las viviendas demolidas pertenecían a familias que habían sido reasentadas en la zona tras ser desalojadas por la fuerza para habilitar espacio para mejoras ferroviarias en Lubango a partir de marzo de 2010.


      Policía y fuerzas de seguridad


      La policía desempeñó sus funciones de manera partidista, sobre todo durante algunas manifestaciones contra el gobierno. Además, usó fuerza excesiva, incluidos fuego real, perros y aerosol irritante para los ojos, para dispersar a los manifestantes, y llevó a cabo detenciones y reclusiones arbitrarias.


      [image: Image] En septiembre, unos agentes de policía dispararon con fuego real durante una protesta de conductores de mototaxi en la ciudad de Kuito, provincia de Bie. Dos manifestantes murieron tras recibir disparos en la cabeza y la espalda, y otros seis resultaron heridos. Los conductores protestaban contra el abuso de poder por parte de la policía, a la que acusaban de confiscar las motocicletas de taxistas que operaban de manera legítima en la provincia, así como de detener arbitrariamente e infligir malos tratos a varios conductores de mototaxi durante una operación de control de sus actividades. Al parecer, no se había puesto a disposición de la justicia a ningún agente por el uso de fuerza excesiva y los homicidios ilegítimos.


      En algunos casos se acusó a agentes policiales fuera de servicio de disparar y matar a personas. En la mayoría de los casos, al terminar el año no se había puesto a los agentes a disposición de la justicia.


      [image: Image] El 12 de noviembre, según informes, un agente de policía fuera de servicio mató a tiros a Francisco dos Santos con un arma de fuego reglamentaria después de que el fallecido hubiera intervenido para detener una pelea entre dos niños en el barrio luandés de Rangel. Según testigos presenciales, uno de los niños llamó a su padre, agente de policía, que llegó y comenzó a disparar y luego se dio a la fuga. Dos disparos alcanzaron en la espalda a Francisco dos Santos, que murió en un hospital ese mismo día. Al terminar el año, el agente de policía continuaba en libertad y no se habían practicado detenciones.


      Libertad de expresión: periodistas


      Los periodistas hicieron frente a un aumento de las restricciones. Varios estuvieron detenidos durante breves periodos o fueron golpeados por la policía o por presuntos miembros de los servicios de seguridad, y sufrieron la confiscación o la destrucción de sus pertenencias mientras informaban sobre las manifestaciones contra el gobierno. A dos se les impusieron penas de cárcel por presunta difamación.


      [image: Image] En marzo, Armando Chicoca, corresponsal de Voice of America, fue declarado culpable de difamación y condenado a un año de cárcel. Los cargos guardaban relación con dos artículos que había escrito relativos a denuncias de acoso sexual y corrupción formuladas contra el presidente del Tribunal Provincial de Namibe. Armando Chicoca quedó en libertad condicional bajo fianza en abril, en espera de la resolución de un recurso.


      [image: Image] En octubre, William Tonet, director y propietario del periódico Folha 8, fue declarado culpable de difamar en 2007 a tres generales del ejército. Según la información recibida, se le impuso una condena de un año de prisión con una suspensión de dos años y el pago de una multa de 10 millones de kwanzas (más de 100.000 dólares estadounidenses). William Tonet presentó un recurso, que estaba pendiente al final del año.


      Libertad de reunión


      La libertad de reunión fue objeto de restricciones en todo el país. La policía usó en algunos casos fuerza excesiva, incluidos perros y armas de fuego, para reprimir manifestaciones, y detuvo arbitrariamente a manifestantes y periodistas. Algunas personas quedaron en libertad sin cargos al cabo de unas horas o unos días, pero decenas de detenidos fueron juzgados por desobediencia y resistencia a la autoridad.


      [image: Image] En marzo, durante una manifestación, la policía detuvo a 3 periodistas y 20 manifestantes, y afirmó que se trataba de precauciones para “prevenir consecuencias incalculables”. Los detenidos quedaron en libertad sin cargos unas horas después. También se detuvo a manifestantes en mayo, septiembre y octubre. El 9 de septiembre, la policía hizo uso de perros para dispersar a cientos de personas que se habían congregado ante un tribunal donde se juzgaba a 21 personas en relación con una manifestación celebrada seis días antes. Se detuvo a otras 27 personas, contra las cuales se presentaron cargos de ataque a las fuerzas de seguridad; la causa fue desestimada por un tribunal el 19 de septiembre por falta de pruebas. Sin embargo, 18 de las 21 personas a las que se estaba juzgando fueron declaradas culpables de desobediencia, resistencia y agresión el 12 de septiembre. El 14 de octubre, el Tribunal Supremo anuló las sentencias condenatorias de esas 18 personas, que quedaron en libertad.


      Presos de conciencia y posibles presos de conciencia


      Un total de 33 miembros de la Comisión del Manifiesto Jurídico Sociológico del Protectorado de Lunda Tchokwe continuaron en la cárcel sin juicio hasta que el Tribunal Supremo ordenó su liberación en marzo, pese a que en diciembre de 2010 se había derogado la ley en virtud de la cual habían sido acusados. No se les concedió indemnización alguna por su reclusión ilegítima.


      En marzo, otros dos miembros de la Comisión, Mário Muamuene y Domingos Capenda, detenidos desde octubre de 2010, fueron condenados a un año de cárcel por rebelión. Continuaron en prisión aunque la condena expiró en octubre. Estas dos personas y otros cinco presos –Sérgio Augusto, Sebastião Lumani, José Muteba, António Malendeca y Domingos Henrique Samujaia– se declararon en huelga de hambre en mayo y en octubre para protestar contra la continuidad de su detención y las deficientes condiciones de reclusión.


      Derechos de las personas migrantes


      De acuerdo con el Comité Internacional para el Desarrollo de los Pueblos, al menos 55.000 nacionales de la República Democrática del Congo fueron expulsados de Angola durante el año, y al menos 6.000 de estas personas denunciaron haber sufrido violencia sexual. No se exigieron responsabilidades a nadie por los abusos contra los derechos humanos cometidos durante las expulsiones de personas migrantes congoleñas de Angola en los últimos años. Después de una visita a Angola en marzo, la representante especial de la ONU sobre la violencia sexual en los conflictos expresó su preocupación por la continuidad de los informes de violencia sexual contra personas migrantes de nacionalidad congoleña a manos de las fuerzas armadas angoleñas durante las expulsiones. El ministro de Asuntos Exteriores angoleño negó las denuncias. En noviembre, la representante especial pidió a los gobiernos de Angola y República Democrática del Congo que investigasen estos informes y pusieran a los responsables a disposición de la justicia. En diciembre, el ministro de Asuntos Exteriores afirmó que el gobierno se coordinaría con la ONU para expulsar del país a ciudadanos extranjeros.


      Informes y visitas de Amnistía Internacional


      [image: Image] A pesar de que las autoridades seguían afirmando que nunca se habían negado visados a Amnistía Internacional para visitar Angola, no se habían atendido todavía las solicitudes presentadas en octubre de 2008, octubre de 2009 y noviembre 2010.


      [image: Image]Angola: Inminente desalojo forzoso de cientos de familias (PRE01/414/2011)
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